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Doctor 
ALEJANDRO BONILLA ALDANA VILLATE 
JUEZ SESENTA (60) ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTA 
E.S.D.    
 
 
ACCIÓN:   REPARACIÓN DIRECTA 
RADICADO:  11-001-33-43-060-2021-00065-00 
DEMANDANTE:     CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA Y OTROS 
DEMANDADO:       NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO 
 
 
SANTIAGO NIETO ECHEVERRI, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de 
Bogotá, identificado con cédula de ciudadanía número 6.241.477 de Cartago Valle, 
abogado en ejercicio, con Tarjeta Profesional N° 132.011 expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura, obrando dentro del proceso de la referencia, en calidad 
de apoderado especial de la Nación-Fiscalía General de la Nación, de conformidad 
con el poder que se adjunta al presente, con sus respectivos anexos, debidamente 
otorgado por la Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos de la Fiscalía, quien ostenta la representación judicial de esta 
Entidad con base en la delegación conferida por el Fiscal General de la Nación, por 
medio del presente escrito, de manera respetuosa me dirijo ante su Despacho para 
contestar la demanda presentada mediante apoderado por el señor CARLOS 
ALFONSO SARMIENTO VEGA Y OTROS, en los siguientes términos: 
 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
HECHOS 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, Y 9: Se refieren a la existencia de piezas procesales 
de la investigación penal adelantada, de las cuales es menester atenerse a lo que 
documentalmente obra en el expediente. 
 
HECHO 10: No es cierto, y no existen pruebas o evidencias que demuestren que la 
privación de la libertad de CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA haya sido ilegal, 
injusta o desproporcionada. 
 
HECHO 11: Me atengo a lo que frente a este hecho resulte probado en legal forma 
dentro del proceso. 
 
HECHOS 12 Y 13: No me constan, y no existen pruebas o evidencias que lo 
demuestren. 
 
HECHO 14: No me consta, y no existen pruebas o evidencias que demuestren que 
la privación de la libertad de CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA haya sido 
ilegal, injusta o desproporcionada. 
 
HECHO 15: Me atengo a lo que frente a este hecho resulte probado en legal forma 
dentro del proceso. No obstante lo anterior, no existe prueba que demuestre que el 
deterioro del estado de salud de CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA haya sido 
consecuencia de actuaciones o procedimientos de la Fiscalía General de la Nación. 
 
HECHO 16: No es cierto. 
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Respecto a lo afirmado en este numeral por el apoderado de la parte demandante, 
“…lo que se estableció fue a origen de un falso testimonio y fraude procesal con el 
señor CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, tal y como lo expone el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá Sala Penal…”, es válido concluir que de 
acuerdo a lo transcrito, se configura el eximente de responsabilidad frente a la 
entidad, HECHO DE UN TERCERO. 
 
HECHO 17: Es cierto. 
 
 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 
Me opongo a todas y cada una de las declaraciones y condenas solicitadas en el 
escrito de la demanda, toda vez que en el caso en estudio, no se configuran los 
supuestos esenciales que permitan estructurar algún tipo de responsabilidad en 
cabeza de mi representada. 
 
Los perjuicios reclamados por la parte demandante se encuentran sobreestimados, 
al igual que no existe prueba de los mismos, no existe evidencia y/o prueba del 
supuesto daño sufrido por el demandante y menos que este pueda ser atribuible a 
la Fiscalía General de la Nación. Así mismo, no se aportó prueba de los presuntos 
daños y perjuicios materiales (Daño emergente y lucro cesante) y morales, a la vida 
de relación, reclamados por la parte demandante. En la demanda, anexos y pruebas 
no se avizora pruebas o evidencias que demuestren que la privación de la libertad 
de CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA haya sido injusta, ilegal o 
desproporcionada, por tal motivo, no se ocasiono daño antijurídico a la parte 
demandante. 
 
Así mismo, manifiesto el desacuerdo con la pretensión indemnizatoria, pues los 
perjuicios se encuentran sobreestimados, al igual que no existe prueba de los 
mismos, y no se avizora evidencia y/o prueba del supuesto daño sufrido por los 
demandantes y menos que este pueda ser atribuible a la Fiscalía General de la 
Nación.  
 
Es preciso indicar, que con la demanda, anexos y pruebas la parte demandante no 
prueba la estrecha relación, convivencia, lazos de familiaridad, afectación y dolor 
que pudieron haber sufrido los demandantes con la privación de la libertad de 
CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA.  
 
Respecto a los presuntos daños y perjuicios materiales, es necesario indicar que no 
se avizora evidencias documentales exigidas por la Ley (soportes, recibos, facturas, 
comprobantes, etc.), que demuestren gastos en que incurrieron los demandantes u 
obligaciones que no pudieron asumir; y mucho menos lo dejado de percibir. 
 

Me permito señalar que el apoderado de las demandantes no probo los supuestos 
perjuicios que reclama en representación de sus poderdantes, pues no basta la 
simple afirmación y la cuantificación de los mismos relacionados en la demanda, es 
imprescindible aportar las pruebas para permitir la comprobación de la existencia 
de los supuestos daños. Recordemos que en esta justicia rogada, lo que se pide o 
se señala debe demostrarse. Tal requisito es fundamental, pues el Juez o 
Magistrado solo puede hacerlo si aparecen debidamente probados, elemento sin el 
cual no se podría configurar una responsabilidad patrimonial por parte de la entidad 
que represento. Al respecto cabe señalar, “Carga de la prueba: Incumbe a las partes 
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probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 
ellas persiguen (…)”. 
 
Me permito manifestar que igualmente me opongo en su totalidad a la pretensión 
indemnizatoria, pues los perjuicios se encuentran sobreestimados, al igual que no 
existe prueba de los mismos, así como tampoco evidencia que demuestre que el 
daño antijurídico que reclama la parte demandante haya sido ocasionado por la 
Fiscalía General de la Nación; y mucho menos que el resultado del   proceso penal 
que culminó con la declaratoria de la prescripción de la acción penal, sea 
consecuencia de una supuesta falla en el servicio o defectuoso funcionamiento de 
la administración de justicia, u omisión o extralimitación atribuible a la entidad.  
 
Es preciso indicar que respecto a los perjuicios materiales y morales que reclama la 
parte demandante, no se aportó con la demanda,  pruebas o evidencias 
documentales que permitan demostrarlos, por lo que se deberá NEGAR las 
pretensiones de la demanda. Lo anterior, teniendo en cuenta que quién demanda 
debe probar lo que reclama, y para el caso en estudio, no existe prueba idónea que 
demuestre los supuestos daños morales y materiales causados a los demandantes, 
ya que no solo es reclamar y transcribir, sino probarlos.  
 
Frente al supuesto daño de vida de relación, es preciso indicar que la parte 
demandante no indica de qué manera se afectó este derecho ni la manera en que 
repercutió en el grupo familiar de CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, por tal 
motivo, en caso de accederse a las pretensiones, estaría incluido en los perjuicios 
morales 
 
Respecto al supuesto daño a la salud o psicológicos ocasionados a CARLOS 
ALFONSO SARMIENTO VEGA, es claro que no basta con presumirlos, sino 
probarlos, y en el caso en estudio, la parte demandante si bien aportó un concepto 
médico, también lo es, que en ninguno de sus apartes concluyen que fue como 
consecuencia del proceso penal adelantado en su contra, ni por las actuaciones o 
procedimientos de la Fiscalía General de la Nación. 
 
Recordemos que en esta justicia rogada, lo que se pide o se señala debe 
demostrarse. Tal requisito es fundamental, pues el Juez o Magistrado solo puede 
hacerlo si aparecen debidamente probados, elemento sin el cual no se podría 
configurar una responsabilidad patrimonial por parte de la entidad que represento. 
Al respecto cabe señalar, “Carga de la prueba: Incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen (…)”.  
 
Es preciso indicar que el proceso penal que se adelantó contra el demandante fue 
en vigencia de la Ley 906 de 2004, donde la dirección del proceso penal está a 
cargo del Juez con funciones de control de garantías y/o de conocimiento, 
representados en este proceso contencioso por la Rama Judicial – Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial; y la Fiscalía General de la Nación, es tan solo 
una parte procesal más, que al igual que la defensa del sindicado, realiza 
solicitudes, acusa, imputa, investiga y recauda pruebas; en virtud de lo cual se 
puede colegir, que la entidad que represento, está exenta de todo tipo de 
responsabilidad. 
 
De acuerdo a la demanda, anexos y pruebas aportados por el apoderado de la parte 
demandante, no se observa ni se evidencia omisión o extralimitación que pueda ser 
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imputable a la Fiscalía General de la Nación, sin embargo, lo único que al parecer 
se le endilga al ente acusador, es que solicito a través de su delegado medida de 
aseguramiento contra el demandante, la cual fue decretada y ordenada por el 
Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías. 
 
Respecto a lo anteriormente citado, es necesario aclarar y reiterar como 
anteriormente se expuso, que la Dirección del proceso penal, no está a cargo de la 
entidad que represento, y no existe prueba o evidencia dentro del proceso penal, 
que el delegado de la Fiscalía haya decretado y ordenado la medida de 
aseguramiento contra CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, y sea la entidad 
causante y responsable de no haberse llevado a cabo oportunamente las diligencias 
judiciales, y mucho menos que el ente acusador haya sin justa causa solicitado 
reprogramación y aplazamiento de audiencias. No obstante, es importante resaltar 
que lo sí probado dentro del mismo, son las reiteradas y no justificadas solicitudes 
y memoriales presentados por la defensa de los sindicados y sus inasistencias a las 
diligencias judiciales, lo que conllevo a que el Juzgado correspondiente tuviera que 
atender, tramitar y dar respuesta, generando dilación y mora en el citado proceso 
penal. 
 
Es preciso, indicar que el actuar del señor CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA 
fue el que origino la investigación penal, por tal razón, el Juez de lo Contencioso 
Administrativo deberá proceder a negar pretensiones, y adicionalmente, a que no 
se encuentra probado que la Fiscalía General de la Nación haya ocasionado 
perjuicios de índole moral y material. 
 
Es necesario traer a colación, que si bien el proceso penal culmino por extinción de 
la acción penal por prescripción, también lo es, que no fue por cuanto el demandante 
haya sido declarado inocente, y que si a pesar que el juez penal correspondiente 
tiene la dirección del proceso penal, hay que tener en cuenta la carga laboral y 
congestión judicial que día a día tienen los Despachos Judiciales, lo cual no es 
mentira, ni de desconocimiento del público; por tal motivo, solicito al respetado Juez, 
tener en cuenta lo citado al momento de proferir sentencia de fondo en el caso en 
estudio. 
 
La parte demandante en el caso en estudio argumenta una supuesta privación 
injusta de la libertad de CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA,  siendo necesario 
indicar que no la probo ni aporto evidencias que esta si sea INJUSTA, y pueda ser 
atribuible a la Fiscalía General de la Nación, por lo cual hay lugar a relevar de la 
presunta responsabilidad a mi representada, a la reparación del daño alegado, y 
mucho menos cuando no se prueba que se haya configurado un daño antijurídico, 
no habiendo lugar a ser declarada responsable. No se demostró elementos que 
permitan dilucidar dicha responsabilidad.  
 
No es cualquier error o desacierto, el que debe ser sancionado en materia 
administrativa, sino aquel que desborde flagrantemente los parámetros establecidos 
para las funciones propias del administrado de justicia, si no fuera así, se estaría 
vulnerando el principio constitucional de la libre valoración probatoria. 
 
Ahora bien, para que pueda estructurarse una responsabilidad patrimonial de un 
ente público, no basta con que exista un daño, sino que además, es menester que 
este daño sea antijurídico, sufrido por la víctima y que ese daño sea el efecto 
DIRECTO de la falla del servicio, lo cual debe estar plenamente demostrado y en el 
caso que nos ocupa, es absolutamente claro que no fue probado. 
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Al respecto, fuerza señalar señor Juez, que en el sub judice no se configuran los 
supuestos esenciales que permitan estructurar ninguna clase de responsabilidad en 
cabeza de mi representada. 
 
Del texto de la demanda, no se aprecia un extremo de particular importancia, para 
que se despache favorablemente las pretensiones de la demanda, cual es una falta 
o falla del servicio de la administración, por omisión, retardo, irregularidad, ineficacia 
o ausencia del servicio imputable a mi representada la Fiscalía General de la 
Nación, por lo cual no es viable predicar hechos y omisiones que constituyan faltas 
o fallas en el servicio de la administración de justicia, en consecuencia Señor Juez, 
mal podría endilgarse responsabilidad alguna a la Entidad que represento. 
 
Si bien es cierto que, a la Nación-Fiscalía General de la Nación le corresponde 
adelantar la investigación, es competencia del juez de garantías y/o de 
conocimiento, dirigir el proceso penal y proferir decisiones. 
 
Como es bien sabido, mediante Acto Legislativo 03 de 2002, se introdujo un cambio 
radical en el sistema de enjuiciamiento penal en Colombia, erigiendo un sistema de 
partes que relevó a la Fiscalía General a ser una más dentro del proceso, 
concentrando las decisiones que afecten los derechos fundamentales, en especial 
el de libertad, en los jueces de control de garantías en la etapa preliminar, y en la 
etapa de juicio al Juez de conocimiento. En ningún caso la Fiscalía General de la 
Nación, o sus delegados, pueden emitir decisiones. 
 
Con todo respeto me permito reiterar lo expuesto en su oportunidad en el sentido 
de que la Falla del Servicio, atribuida a la Entidad a la cual represento no está 
demostrada dentro del presente proceso contencioso administrativo, siendo la 
actuación de los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, ajustada a 
derecho sin que genere ninguna clase de perjuicios a la demandante, ya que para 
que los mismos sean reconocidos no basta con enunciarlos o afirmarlos como se 
hizo en el escrito demandatorio, sino que es necesario que se prueben, lo cual no 
sucedió. 
 
La responsabilidad por parte del Estado que se pretende con la presente acción, no 
reúne los requisitos exigidos para el efecto, a saber: 
 
"...Para que pueda condenarse al Estado por culpa aquiliana se requiere que 
aparezcan demostrados en el expediente los siguientes supuestos: 
 
Existencia del hecho (falla del servicio). 
 
Daño o perjuicio sufrido por el actor. 
 
Relación de causalidad entre el primero y el segundo..."1. 
 
En lo que hace relación a la falla del servicio, la jurisprudencia ha señalado que la 
falla debe ser de tal magnitud que, teniendo en cuenta las circunstancias en que 
debe prestarse el servicio, la conducta de la administración sea considerada como 
anormalmente deficiente, lo anterior fue manifestado en los siguientes términos por 

                                                 
1 Sentencia de 18 de abril de 1967 - Ponente: Dr. Carlos Portocarrero Mutis. Actor: William Bendeck contra la Nación. 
Anales del Consejo de Estado. Tomo LXLL Número 413-414 páginas 257 y ss. Responsabilidad por falta o falla del servicio.  
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el Consejo de Estado, en sentencia de agosto 5 de 1994, Expd. 8485, con ponencia 
del doctor Carlos Betancur Jaramillo, así: 
 
"...Para determinar si aquí se presentó o no dicha falla del servicio, debe entonces 
previamente establecerse cuál es el alcance de la obligación legal incumplida o 
cumplida inadecuadamente por la administración.  Debe precisarse en qué forma 
debió haber cumplido el Estado con su obligación...". 
 
"...La falla de la administración, para que pueda considerarse entonces 
verdaderamente como causa del perjuicio y comprometa su responsabilidad, no 
puede ser entonces cualquier tipo de falla.  Ella debe ser de tal entidad, que teniendo 
en cuenta las concretas circunstancias en que debía prestarse el servicio, la 
conducta de la administración pueda considerarse como "anormalmente 
deficiente"...". 
 
En este orden de ideas, si bien es cierto que la responsabilidad que tiene el Estado 
por las acciones u omisiones de sus autoridades, de acuerdo con lo establecido en 
el Artículo 90 de la Carta Política, obligan a su reconocimiento de los daños 
causados, también lo es, que dicha responsabilidad sólo surge cuando se cumplen 
los mencionados supuestos y/o requisitos, es decir una falta o falla en el servicio o 
de la administración, por omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del 
servicio; un daño que implique lesión o perturbación de un bien protegido por el 
derecho con las características generales que la ley determina para que sea 
indemnizable, que sea cierto, determinado o determinable, evaluable, etc; una 
relación de causalidad entre la falta o falla de la administración y el daño, sin la cual 
aún demostrada la falta o falla del servicio, no habrá lugar a la indemnización. 
 
En este orden de ideas, al no probarse la falla en el servicio y por corresponder a 
decisiones que adoptaron los jueces de garantías y/o de conocimiento se tiene que 
no le son imputables las pretensiones de la demanda a la Fiscalía General de la 
Nación. 
 
En efecto, la Ley 906 de 2004 destacó el papel de la FISCALÍA, como un ente 
netamente investigador y acusador, quitándole la responsabilidad de decidir, 
dejando dicha facultad en los jueces de control de garantías y/o de conocimiento, 
mismos que hacen parte exclusivamente de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – 
DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL, por tal motivo, las 
pretensiones de la demanda no podrán prosperar frente a la entidad que represento. 
 
Al no tener injerencia alguna en las decisiones adoptadas en el proceso penal 
adelantado contra CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, la Fiscalía General de 
la Nación no puede ser llamada a responder. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     
Precisamente, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la 
facultad jurisdiccional quedó en cabeza de la Rama Judicial – Dirección Ejecutiva 
de Administración Judicial, razón por la cual, las decisiones son proferidas por los 
Jueces que tienen a su cargo el conocimiento del proceso penal, como en efecto 
ocurrió en este caso. 
 

La actuación de la Fiscalía General de la Nación, se surtió de conformidad con la 
Constitución Política y las disposiciones sustanciales y procedimentales vigentes 
para la época de los hechos – Ley 906 de 2004, actuación de la cual no es ajustado 
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a derecho predicar un defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, 
ninguna clase de error, ni falla en el servicio o Privación Injusta de la Libertad. 
 
Debe reiterarse que en este nuevo sistema penal, a la Fiscalía General de la Nación 
y sus delegadas les corresponde detectar, proteger e identificar los elementos 
físicos de las evidencias y conseguir información general sobre un hecho delictivo 
o en general diseñar el programa metodológico de la investigación con el propósito 
de inferir que el imputado es autor o partícipe del delito que se investiga y proceder 
a formular una imputación ante el juez de control de garantías (art. 286). En ese 
momento, la Fiscalía debe describir al imputado, dar su nombre y/o número de 
identificación y condiciones civiles como profesión, estado civil, nombre de los 
padres, ciudad donde es oriundo y demás, para identificarlo plenamente. Así mismo, 
relatar claramente los hechos y solicitar la medida de aseguramiento que le 
corresponde imponer al juez de control de garantías, como lo señala el artículo 306 
de la Ley 906 de 2004.  
 
Posteriormente, la Fiscalía puede formular la acusación o preclusión de la 
investigación, decisión que es adoptada por el juez de conocimiento -art. 331 Ley 
906 de 2004-; es decir, el juez es el destinatario de toda la actividad probatoria y 
adopta las decisiones relacionadas con la privación de la libertad y absolución o 
condena a los procesados. Por lo tanto, el Fiscal dirige, coordina, controla y ejerce 
verificación técnico científica sobre la investigación y las actividades de policía 
judicial; sin embargo, no tiene la facultad de proferir decisiones.  
 
En efecto, la labor de la Fiscalía General de la Nación dentro del proceso penal 
mencionado -Ley 906- no obliga al Juez a acoger sus solicitudes; aun cuando es la 
Fiscalía quien, inmediatamente se presenta la comisión de un delito, toma el control 
de la investigación y una vez recaudado el suficiente material probatorio relacionado 
con la ocurrencia del delito y el autor del mismo, lo pone en conocimiento del Juez 
de control de garantías, solicitándole la expedición de la orden de captura y, 
posterior a la captura del posible autor, solicita ante el mismo Juez, la legalización 
de la orden de captura, realiza la imputación de cargos y solicita la imposición de la 
medida de aseguramiento; y así ocurrió en la investigación penal donde fue 
involucrada la parte actora, tal como se encuentra probado en este proceso. 
 
En el caso en estudio, la Fiscalía General de la Nación oportunamente y dentro de 
los términos procesales, tal y como se encuentra probado en el proceso penal, 
formulo imputación y acusa al demandante, interrumpiendo de esta manera la 
prescripción bajo su responsabilidad; situación diferente es que este fenómeno se 
configure en la etapa de juicio oral a cargo del correspondiente Juez. 
 
De tal forma que, en el presente caso, es evidente que no le asiste responsabilidad 
alguna a la Fiscalía General de la Nación, en el entendido que su actuación en el 
proceso penal acusatorio, estipulado en la Ley 906, es simplemente como parte 
acusadora, puesto que ninguno de sus agentes fue quien ordenó la privación de la 
libertad del demandante ni adopto ninguna otra decisión, no tenía a su cargo la 
dirección del proceso penal,  por tal razón se presenta frente a mi representada la 
excepción, se reitera, -falta de legitimación en la causa por pasiva-. 
 
Por el contrario, no se puede predicar lo mismo de la responsabilidad que le asiste 
a la RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION 
JUDICIAL, pues en el proceso penal que cursó en contra del señor CARLOS 
ALFONSO SARMIENTO VEGA, fue el juez con funciones de control de garantías 
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quien en primer lugar impuso y decreto la medida privativa de la libertad, y en 
segundo lugar, estando a su cargo la dirección del proceso penal en el Juez Penal 
de conocimiento, en etapa de juicio oral prescribió la acción penal-, que si bien esto 
le favoreció obteniendo a su favor el archivo del proceso, pretende ahora demostrar 
un supuesto daño antijurídico, que no se evidencia ni se aportó prueba de ello.  
 
Por otra parte, el Consejo de Estado ha sostenido que para que un quebranto 
patrimonial sufrido por un particular revista el carácter de perjuicio indemnizable se 
necesita, sin embargo, la concurrencia de ciertos requisitos.  Entre ellos y en primer 
lugar, la antijuridicidad del perjuicio; así en situaciones de orden público los 
ciudadanos tendrían que soportar, bajo ciertas circunstancias, las dificultades que 
el control de ese orden público pueda causarle. La ley permite en ciertos casos la 
retención de personas, el allanamiento, la requisa, la retención preventiva de 
ciudadanos. En estos asuntos se causa un perjuicio, pero dadas las circunstancias, 
la persona tendría el deber de soportarlos. Es preciso indicar en este punto, que la 
parte actora no ha especificado en que consistió el daño antijurídico causado, y 
menos que este pueda ser atribuible a la Fiscalía General de la Nación. 
 
Así las cosas, no existe relación de causalidad entre el supuesto daño sufrido por 
los demandantes con la actuación surtida por la Fiscalía General de la Nación; de 
lo cual se puede concluir que frente a la entidad que represento, se configura 
igualmente UNA AUSENCIA DE NEXO CAUSAL.  
 
Mal podría condenarse a la Fiscalía General de la Nación al pago de los perjuicios 
solicitados por la parte demandante, considerando que si bien, la Fiscalía fue una 
parte procesal más del proceso penal, al igual que la defensa del demandante. Por 
consiguiente, la actuación realizada por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
se enmarca dentro de los cometidos estatales que le han sido asignados en materia 
de investigación, por lo cual la responsabilidad recae en la Rama Judicial – 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Conforme con lo anterior se 
presenta en el caso bajo estudio, la excepción de inexistencia del daño imputable 
a la Entidad que represento. 
 
Por ello, NO se encuentran probados los diferentes elementos constitutivos de la 
responsabilidad administrativa de mí representada, es decir, el hecho dañoso y la 
relación de causalidad entre uno y otro, por lo cual deberá negarse las súplicas de 
la demanda respecto de mi representada. 
 
En el caso que nos ocupa, no se configura ningún tipo de error, ni falla en el servicio, 
y mucho menos un defectuoso funcionamiento de la administración de justicia o 
privación injusta de la libertad, es decir, al examinar las actuaciones de mí 
representada, tal como lo aduce y quiere hacer ver la parte actora en la demanda, 
y sin probarlo, por cuanto el Fiscal actúo conforme a la ley, en cumplimiento del 
deber legal. 
 
Si bien se decretó la prescripción de la acción penal, eso por sí solo no significa que 
las medidas y actuaciones adoptadas por la Entidad que represento, fueron ilegales 
o no contenían los requisitos para su adopción, lo que reafirma que se dio aplicación 
correcta a lo establecido en el Código de Procedimiento Penal, el cual requería de 
elementos probatorios que comprometieran la responsabilidad del sindicado, y 
éstos estaban más que presentes en el proceso penal. Existían serios indicios, los 
que se extrajeron de prueba debidamente recaudada y ante los mismos, era deber 
de la entidad vincular a la investigación penal, al aquí actora y solicitar la imposición 
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de la medida de aseguramiento y la imputación en su contra, pues era la única 
medida que procedía de acuerdo al investigado y a la época en que sucedieron los 
hechos. Es preciso indicar que a pesar de la importancia del rol que cumple la 
Fiscalía General de la Nación en el proceso penal, la dirección de este, estuvo a 
cargo en el caso en estudio, de los Jueces con funciones de control de garantías y 
de conocimiento. 
 
Es decir, la Fiscalía General de la Nación no debe ser condenada dentro de la teoría 
de la falla en el servicio o responsabilidad objetiva, dado que no cometió falla alguna, 
puesto que su actuación se surtió dentro de la gradualidad propia del proceso penal, 
contando con fundamentos fácticos, y dado que la realidad procesal obligaba a 
adoptar ciertas actuaciones contra CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA.  
  
Aceptar que el Estado debe responder por todos los perjuicios, riesgos o peligros a 
los que se ven abocados permanentemente los ciudadanos, bien por actuación de 
terceros, bien por un actuar de la administración de justicia completamente ajustado 
a la Constitución y a la ley, como sucedió en el presente caso con la actuación 
realizada por la Fiscalía General de la Nación, sería tanto como pedirle milagros, 
como exigirle que sobrepasara las fronteras de lo que humanamente es posible. 
 
Cabe destacar que, frente a casos como éste, corresponde a la parte actora 
acreditar cuál fue la actuación del Estado que produjo el daño, además del nexo de 
causalidad entre estos dos elementos, los cuales, en el asunto sub examine, no se 
encuentran acreditados; por cuanto como ya se expuso anteriormente, la parte 
actora se limitó a reclamar una supuesta falla en el servicio y un defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia, pero no indico en qué sentido se le 
causo un daño antijurídico, toda vez que si bien se terminó el proceso penal en su 
contra por prescripción de la acción penal en etapa de juicio oral, encontrándose 
en cabeza del Juez Penal de conocimiento, también lo es, que dicha decisión por 
cualquiera que haya sido el motivo, le beneficio, a pesar que reposaban pruebas 
en su contra.  

En consecuencia, por tales circunstancias en el presente caso, la Fiscalía General 

de la Nación, no está llamada a responder en el evento de llegarse a probar algún 

daño, toda vez, que de conformidad con lo señalado en párrafos precedentes, fue 

el Juzgado con Función de Control de Garantías y/o de conocimiento, en cabeza 

de la Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, quien adelantó 

todo el proceso penal en contra del aquí actor, y en etapa de juicio oral bajo su 

responsabilidad fue que opero la prescripción de la acción penal, por tanto, sería la 

Entidad llamada a responder. De encontrarse algún tipo de responsabilidad esta 

sería imputable únicamente a la Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial. No obstante lo anterior, la parte actora no aporta pruebas 

ni evidencias que demuestren que la privación de la libertad del demandante, haya 

sido injusta, ilegal y mucho menos desproporcionada. 

En el caso en estudio, se configura el eximente de responsabilidad para el ente 
acusador, HECHO DE UN TERCERO, toda vez que la prescripción de la acción 
penal se configuro en etapa de juicio oral a cargo del correspondiente Juez Penal 
de conocimiento, y no se le puede endilgar responsabilidad al ente acusador; y por 
CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA, ya que el actuar del demandante origino que 
el aparato judicial se activará; tanto así, que en sentencia del 16 de agosto de 2018, 
el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de Bogotá ordeno compulsar 
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copias a CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, con el argumento que de 
acuerdo a los elementos materiales probatorios refieren la probable comisión del 
delito de Tráfico, Fabricación o Porte de Armas de Fuego o Municiones de Defensa 
Personal por hechos diferentes a los investigados. 
 
La parte demandante no argumentó ni aporto prueba que demuestre el título de 
imputación de defectuoso funcionamiento de administración de justicia, por lo cual 
hay lugar a relevar de la presunta responsabilidad a mi representada, de la 
reparación del daño alegado, no habiendo lugar a ser declarada responsable; no se 
demostró elementos que permitan dilucidar dicha responsabilidad.  La parte 
demandante, debió indicar como se materializó el presunto defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia; frente a acciones u omisiones, 
distintas a las providencias judiciales, que son necesarias para adelantar un 
proceso; debe registrarse si dicha actuación tuvo su origen en la conducta de los 
funcionarios que conocieron del caso; para que opere el citado título de imputación. 
 
No es cualquier error o desacierto, el que debe ser sancionado en materia 
administrativa, sino aquel que desborde flagrantemente los parámetros establecidos 
para las funciones propias del administrado de justicia, si no fuera así, se estaría 
vulnerando el principio constitucional de la libre valoración probatoria. 
 
Ahora bien, la demanda contra la Fiscalía General de la Nación se encamina a que 
se declare la responsabilidad administrativa y patrimonial de las entidades 
demandadas por la supuesta privación injusta de la libertad de JAIME ALONSO 
GOMEZ PORRAS, cuyo proceso penal culminó con la extinción de la acción penal 
y consecuentemente la preclusión de la actuación. 
 
Como consecuencia de lo anterior, la parte demandante argumenta que la Fiscalía 
General de la Nación y la Rama Judicial incurrieron en una FALLA DEL SERVICIO 
o DEFECTUOSO FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, 
por permitir que la investigación penal culminará con prescripción de la acción penal; 
lo cual es contrario a la verdad y a la realidad procesal frente al ente acusador, toda 
vez que el delegado de la Fiscalía adelanto la investigación penal, dando 
cumplimiento estricto a lo establecido en la Constitución Política de Colombia y a la 
Ley 906 de 2004, y con base a esto se efectuaron las imputaciones, acusaciones y 
demás solicitudes ante el Juez Penal con función de control de garantías y de 
conocimiento que en derecho correspondían. No existe evidencia que la entidad 
haya incurrido en mora, omisión o extralimitación en sus funciones. 
 
Sea lo primero indicar que la investigación penal adelantada contra CARLOS 
ALFONSO SARMIENTO VEGA, se adelantó bajo el procedimiento establecido en 
la Ley 906 de 2004, donde la dirección del proceso penal está a cargo del Juez con 
funciones de control de garantías y/o de conocimiento, representados en este 
proceso contencioso por la Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial; y la Fiscalía General de la Nación, es tan solo una parte procesal más, 
realiza solicitudes, acusa, imputa, investiga y recauda pruebas; en virtud de lo cual 
se puede colegir, que la entidad que represento, está exenta de todo tipo de 
responsabilidad. 
 
Con el proceso penal ha quedado plenamente probado, que la Fiscalía General de 
la Nación adelanto la investigación penal conforme lo establece la normatividad 
vigente y aplicable al caso. Así mismo, es preciso indicar tal y como lo afirmo el 
apoderado de la parte demandante, que la prescripción de la acción penal frente a 
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los delitos investigados se había configurado encontrándose el proceso penal en la 
etapa de juicio oral, es decir, a cargo del correspondiente Juez Penal de 
conocimiento y no de la Fiscalía General de la Nación, quien desde la vigencia de 
la Ley 906 de 2004, es una parte procesal más, al igual que la defensa del sindicado.  
En este estado del análisis es válido afirmar, que el ente acusador presento la 
imputación y acusación frente al sindicado, dentro de los términos procesales 
establecido para ello, por tal motivo, no es jurídicamente viable efectuarle dicha 
imputación. Así mismo, es relevante que ante el fallo de primera instancia, el ente 
acusador presento recurso de apelación contra dicha decisión, lo que demuestra 
que no fue omisivo o negligente en sus actuaciones. 
 
No existe pruebas o evidencias aportados por la parte demandante, que demuestren 
que la Fiscalía General de la Nación fue morosa, negligente, o que en la 
investigación penal adelantada, haya incurrido en omisión o extralimitación; por el 
contrario, actuó en cumplimiento del deber legal, configurándose frente a la entidad, 
ausencia de pruebas que demuestren una falla en el servicio o un defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia. Es necesario hacer alusión al estado 
y congestión de los Despachos Judiciales y Fiscales, lo cual no es desconocimiento 
y es la realidad de la administración de justicia, no solo por la cantidad de procesos 
judiciales sino también por el poco talento humano, lo que impide que los términos 
y la duración de los procesos se extienda para las diligencias judiciales y adopción 
de decisiones. 
 
Si bien CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA estuvo privado de la libertad, y el 
proceso penal adelantado en su contra culmino con el decreto de la prescripción de 
la acción penal, esto último lo que termino fue de beneficiar al demandante, y no de 
ocasionarle perjuicios como lo pretende reclamar. La prescripción de la acción penal  
se configuro en etapa de juicio oral a cargo del Juez Penal de conocimiento y no de 
la Fiscalía General de la Nación. Por lo anterior, se puede concluir que no se 
encuentra configurado una falla en el servicio o un defectuoso funcionamiento de la 
administración de justicia frente a la entidad, que deba ser indemnizada a través de 
este medio de control de reparación directa. 
 
El daño antijurídico que se reclama a la entidad que represento, entendido como 
aquel que el administrado no está en el deber jurídico de soportar,  es 
realmente inexistente.    
 
En este estado del análisis, es pertinente traer a colación que se configura una 
Ausencia del NEXO CAUSAL con las actuaciones de la FISCALÍA GENERAL 
DE LA NACIÓN.  

Lo anterior, teniendo en cuanta que en el presente caso no se encuentra 
demostrada la RELACIÓN DE CAUSALIDAD entre el daño reclamado y las 
actuaciones de mi representada, porque NO está demostrado que fueron las 
actuaciones en la investigación la razón principal, necesaria y  suficiente para 
daño reclamado y, por lo tanto, tampoco se demuestra que fueron las mismas la 
causa adecuada del daño reclamado. 
  
Esto es, que a la falta o falla en el servicio de la administración, por omisión, 
retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio, como arriba se anotó, 
debe sumarse un daño que implique lesión o perturbación de un bien protegido por 
el derecho con las características generales que la ley determina para que sea 
indemnizable, cierto, determinado o determinable, evaluable, etc. y, por otro 
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aspecto, una relación de causalidad entre la falta o falla de la administración y el 
daño, sin la cual, aún demostrada la falta o falla del servicio, no habrá lugar a 
la indemnización.   

 
Según se aprecia, la ausencia de cualquiera de estos elementos enerva las 
pretensiones de la demanda, pues implica la ausencia de responsabilidad del 
Estado. 
 
Por lo tanto, las actuaciones de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN no fueron 
la CAUSA ADECUADA o EFICIENTE en la producción del daño alegado, pues, tal 
y como lo ha sostenido el Honorable Consejo Estado, con ello "... se estaría dando 
aplicación a la teoría de la equivalencia de las condiciones, desechada por la 
doctrina y la jurisprudencia, desde hace mucho tiempo, para establecer el 
nexo de causalidad”. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, en sentencia de 18 de octubre de 2000, Radicado número: 11981; 
Consejero Ponente: Alier Eduardo Hernández Enríquez; Actor: María Celeny Zapata 
Zapata y otros). 
 
En el caso en estudio lo que se reclama a la Fiscalía General de la Nación es una 
supuesta omisión, demora o negligencia, que conllevo a la PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN PENAL; por lo cual se hace necesario hacer las siguientes precisiones: 
 

- La prescripción de la acción penal se dio en etapa de juicio oral, es decir a 
cargo del Juez Penal de Conocimiento y no de la Fiscalía General de la 
Nación.  

 
De acuerdo a lo anterior podemos concluir, que nos encontramos ante la causal de 
exoneración de responsabilidad por hecho de un tercero, no siendo dable en 
este caso entrar a considerar responsabilidad patrimonial en contra de los intereses 
de la Fiscalía General de la Nación, teniendo en cuenta que se reitera, la 
PRESCRIPCIÓN SE DIO EN ETAPA DE JUZGAMIENTO. Así mismo, se configura 
frente a la entidad, AUSENCIA DE NEXO CAUSAL Y FALTA DE LEGITIMACION 
EN LA CAUSA POR PASIVA, toda vez que la prescripción de la acción penal se dio 
estando el proceso penal a cargo del Juez Penal de Conocimiento, es decir en etapa 
de juicio oral.  
 
La parte demandante, alega que por la prescripción de la acción penal se le 
causaron perjuicios, situación que genera responsabilidad en otras entidades 
diferentes a la Fiscalía, circunstancia ésta que es un eximente de responsabilidad 
al encontrar que el hecho dañoso no es imputable a la Entidad, ya que se produjo 
la actuación de un tercero es decir de la Rama Judicial, pues respecto de la 
imputabilidad del daño ha dicho el Consejo de Estado: 
 

“Igualmente no basta que el daño sea antijurídico sino que éste debe ser 
además imputable al Estado, es decir, debe existir un título que permita su 
atribución a una actuación u omisión de una autoridad pública. Esta 
imputación está ligada pero no se confunde con la causación material, por 
cuanto a veces, como lo ha establecido la doctrina y la jurisprudencia, se 
produce una disociación entre tales conceptos. Por ello, la Corte coincide 
con el Consejo de Estado en que para imponer al Estado la obligación de 
reparar un daño ‘es menester, que además de constatar la antijuricidad 
del mismo, el juzgador elabore un juicio de imputablidad que le permita 
encontrar un título jurídico´ distinto de la simple causalidad material que 
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legitime la decisión; vale decir, la ´imputatio juris´ además de la imputatio 
facti´"2. 

 
Por lo anterior, y teniendo en cuenta lo pretendido por la parte actora, se presenta 
frente a la Entidad, AUSENCIA DE NEXO CAUSAL, FALTA DE LEGITIMACIÓN 
EN LA CAUSA POR PASIVA y HECHO DE UN TERCERO, ya que no es la Entidad 
llamada a responder por los daños que reclama y argumenta que se le han causado. 
 
De igual manera, se configura frente al ente acusador, AUSENCIA DE FALLA EN 
EL SERVICIO, puesto que se actuó en cumplimiento de las funciones asignadas 
por la Constitución y la Ley vigente para la época de los hechos. 
 
De lo anterior se puede deducir que en el caso en estudio, la Fiscalía General de la 
Nación actuó en cumplimiento del deber legal, y no ha incurrido en ninguna omisión.    
 
AUSENCIA DE FALLA DEL SERVICIO 
 
Como es bien sabido, para que se configure responsabilidad patrimonial de las 
entidades del Estado por sus acciones u omisiones constitutivas de falla del servicio 
-entendiéndose este título de imputación como una falta o falla del servicio o de la 
administración, por omisión, retardo, irregularidad, ineficacia o ausencia del servicio, 
no personal del agente administrativo, sino la del servicio o anónima de la 
administración-, es necesario identificar o determinar claramente las obligaciones 
que desde el punto de vista legal, están llamadas a cumplir, constituyendo este 
aspecto la piedra angular para poder establecer si frente a un caso concreto una 
entidad tiene el deber jurídico de asumir patrimonialmente, las consecuencias de su 
actividad judicial, reguladas y permitidas por el ordenamiento jurídico. 
Al analizarse el caso específico a la luz de los principios y criterios que informan la 
falla del servicio, se tiene que ésta no se presentó pues las actuaciones y 
procedimientos de la entidad que represento se ciñeron a la ritualidad de la Ley 
vigente, por lo que la actuación de mi representada la FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN no fue contraria a Derecho.  
 
Es necesario recordar que la jurisprudencia ha señalado que para que exista 
indemnización de perjuicios la falla ha de ser de tal magnitud que, teniendo en 
cuenta las circunstancias en que debe prestarse el servicio, la conducta de la 
administración sea considerada como anormalmente deficiente, lo cual fue 
manifestado en los siguientes términos por el Consejo de Estado en sentencia del 
5 de agosto de 1994, expediente 8485, con ponencia del doctor Carlos Betancur 
Jaramillo, así:  
  

“....Para determinar si aquí se presentó o no dicha falla del servicio, debe 
entonces previamente establecerse cuál es el alcance de la obligación legal 
incumplida o cumplida inadecuadamente por la administración. Debe 
precisarse en qué forma debió haber cumplido el estado con su obligación...”. 
  
“La falla de la administración, para que pueda considerarse entonces 
verdaderamente como causa del perjuicio y comprometa su responsabilidad, 
no puede ser entonces cualquier tipo de falta. Ella debe ser de tal entidad, 
que teniendo en cuenta las concretas circunstancias en que debía prestarse 

                                                 
2 Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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el servicio, la conducta de la administración pueda considerarse como 
“anormalmente deficiente”. 

 
En punto de los requisitos necesarios para que se presente la Falla, el Consejo de 
Estado ha dicho:  
  

“...Cuando el Estado en desarrollo de sus funciones incurre en la llamada 
“falta o falla del servicio”, o mejor aún falta o falla de la administración, 
tratándose de simples actuaciones administrativas, se hace responsable de 
los daños causados al administrado. Esta es la fuente común y frecuente de 
la responsabilidad estatal y requiere :  
  
a) Una falta o falla del servicio o de la administración, por omisión, retardo, 
irregularidd, ineficiencia o ausencia del servicio, la falta o falla de que se 
trata, no es la personal del agente administrativo, sino la del servicio o 
anónima de la administración ; 
  
b) Lo anterior implica que la administración ha actuado o ha dejado de actuar, 
por lo que se excluyen los actos del agente, ajenos al servicio, ejecutados 
como simple ciudadano ; 
  
c) Un daño que implica la lesión o perturbación de un bien protegido por el 
derecho bien sea civil, administrativo etc, con las características generales 
predicadas en el derecho privado para que el daño sea indemnizable como 
que sea cierto, determinado o determinable , etc ; 
  
d)  Una relación de causalidad entre la falta o falla de la administración  y el 
daño, sin la cual aún demostrada la falta o falla del servicio no habrá lugar a 
la indemnización.”3  

  
Por lo anotado en precedencia, en el caso en estudio se configura ausencia de falla 
en el servicio, toda vez que el ente acusador inicio la investigación penal, y dio 
cumplimiento a la Constitución Política de Colombia y a la Ley. 
 
En el caso que nos ocupa no se incurrió en ninguna falla que tenga la virtud para 
que se despachen favorablemente las pretensiones de la demanda ni para que se 
le impute a la Fiscalía General de la Nación responsabilidad y pago de perjuicio 
alguno. 
 

 No obstante todo lo anteriormente expuesto, respetuosamente me permito 
solicitar que se tenga en cuenta al momento de proferir decisión de fondo 
que en el caso en estudio se configura: 

 
1. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, HECHO DE UN 
TERCERO Y AUSENCIA DE NEXO CAUSAL 
 
Se configuran frente a la Fiscalía General de la Nación, puesto que la prescripción 
de la acción penal frente a la investigación adelantada contra CARLOS ALFONSO 
SARMIENTO VEGA, se dio en etapa de juicio oral, a cargo del correspondiente Juez 
Penal de Conocimiento, representados en este proceso por la Rama Judicial – 

                                                 
3 Bogotá D.E., 28 DE OCTUBRE DE 1976 Sección Tercera Sala de lo Contencioso Administrativo, Consejo de Estado. Consejero Ponente: Dr. 

Jorge Valencia Arango. Ref . Exp 1482. 
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Dirección Ejecutiva de Administración Judicial,  por tal motivo, la entidad que 
represento no debe responder por los perjuicios que se ocasionaron por dicha 
decisión; toda vez que el ente acusador desplego el procedimiento establecido en 
la Ley, no incurriendo en omisión, demora, negligencia, descuido o extralimitación. 
  

2. AUSENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO 
 

Se configura frente a la Fiscalía General de la Nación puesto que actuó en 
cumplimiento de las funciones asignadas por la Constitución y la Ley vigente para 
la época de los hechos. 
 
Es importante resaltar que la medida de aseguramiento decretada por un Juez 
Penal con funciones de control de garantías a CARLOS ALFONSO SARMIENTO 
VEGA, reunía los requisitos necesarios para su imposición, y nótese que de la 
absolución en el proceso penal en favor del demandante, se ordeno por cuanto las 
pruebas no permitían condenar, ya que las que obraban en el proceso penal no 
demostraban plenamente la participación del mencionado en el hecho punible, y 
que bajo el principio IN DUBBIO PRO REO (Falta de pruebas o de certeza) fue 
absuelto. Es precisar indicar que fue absuelto por duda y no porque se hubiese 
demostrado plenamente su INOCENCIA. Así mismo, se deja claro, que las 
actuaciones de la Fiscalía de conocimiento no fueron ilegales o irregulares, tanto 
así, que dichas actuaciones y procedimientos no fueron motivo de nulidad por parte 
del Juez Penal de Conocimiento.  

Respecto a los eventos en que se absuelve o precluye dando aplicación al principio 
in dubio pro reo ha precisado la jurisprudencia que es diferente el título de 
imputación en los casos en que hay elementos probatorios, pero estos no arrojan 
certeza, de aquellos en los cuales no hay incertidumbre propiamente dicha porque 
en realidad lo que se evidencia es la falta de pruebas por falla en la actividad de 
instrucción. Así se ha dicho, entre otras en sentencia del 9 de junio de 2010. 
Expediente 19.283:  

 
ii) Cuando se absuelva  a la persona sindicada, en aplicación del in dubio pro 

reo
4
 - strictu sensu-, de conformidad con los planteamientos contenidos en las 

sentencias proferidas en los procesos números 13.168 (2006)
5
 y 15.463 

(2007)
6
, el juez de lo contencioso administrativo deberá constatar siempre, que 

el aparato jurisdiccional ordinario penal, sí haya aplicado efectivamente esa 
figura procesal penal que integra el derecho al debido proceso.  

                                                 
4 [Pie de página de la cita] “La certeza perseguida por el derecho penal máximo está en que ningún culpable resulte impune, 
a costa de la incertidumbre de que también algún inocente pueda ser castigado. La certeza perseguida por el derecho penal 
mínimo está, al contrario, en que ningún inocente sea castigado, a costa de la incertidumbre de que también algún culpable 
pueda resultar impune. Los dos tipos de certeza y los costes ligados a las incertidumbres correlativas reflejan intereses y 
opciones políticas contrapuestas: por un lado, la máxima tutela de la certeza pública respecto de las ofensas ocasionadas por 
los delitos; por otro lado, la máxima tutela de las libertades individuales respecto de las ofensas ocasionadas por las penas 
arbitrarias… La certeza del derecho penal mínimo de que ningún inocente sea castigado viene garantizada por el principio 
del in dubio pro reo. Este es el fin al que atienden los procesos regulares y sus garantías. Y expresa el sentido de la presunción 
de no culpabilidad del imputado hasta prueba en contrario: es necesaria la prueba –es decir, la certidumbre, aunque sea 
subjetiva– no de la inocencia sino de su culpabilidad, sin tolerarse la condena sino exigiéndose la absolución en caso de 
incertidumbre. La incertidumbre es en realidad resuelta por una presunción legal de inocencia en favor del imputado 
precisamente porque la única certidumbre que se pretende del proceso afecta a los presupuestos de las condenas y de las 
penas.” FERRAJOLI, Luigi “Derecho y Razón”, Ed. Trotta, Pág. 106.  
5 [Pie de página de la cita]Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de diciembre de 2006, M.P. Mauricio Fajardo 
Gómez 
6 [Pie de página de la cita] Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 2 de mayo de 2007, M.P. Mauricio Fajardo 
Gómez. 
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En otros términos, la responsabilidad de la administración pública derivada de 
la absolución o su equivalente, con apoyo en la máxima de que la “duda se 
resuelve a favor del procesado”, se analiza y aplica a través de un régimen 
objetivo, pero siempre y cuando se logre verificar, fehacientemente, que 
el juez penal al  momento de evaluar  el material  probatorio –que por 
cierto necesariamente debe existir con pruebas tanto en contra como a 

favor del sindicado o acusado-
7
, manejó una duda razonable que le 

impidió llegar a la plena certeza sobre la materialización y autoría de la 
conducta punible.  
 
iii) La absolución o preclusión de la investigación que emana de falencias 
probatorias en la instrucción o juicio penal, traduciría en verdad una falla 
del servicio que no puede considerarse como una conclusión establecida 
a partir de la aplicación del mencionado principio del in dubio pro reo. 
Por consiguiente, en estos eventos, es necesario que la parte demandante en 
el proceso contencioso administrativo de reparación, demuestre, de manera 
clara, que la privación de la libertad se produjo a partir del error del funcionario, 
o del sistema, derivado éste de una ausencia probatoria que sustentara la 
detención preventiva.  
 
No es que se sitúe, por capricho, a la persona en un grado mayor de exigencia 
probatoria, sino que en estos eventos en los cuales la decisión no se refiere 
a la aplicación del principio de la duda razonable –porque materialmente 
no hay incertidumbre, en tanto no hay medios probatorios en ninguno de 
los extremos de la relación procesal– o en los cuales la libertad se produce 
por la absolución o su equivalente en alguno de los supuestos del artículo 414 
del C.P.P., es necesario demostrar que la medida de aseguramiento fue 

arbitraria
8
.  

 
En consecuencia, de las pruebas aportadas se evidencia que aunque en etapa de 
juicio oral el Juzgado de Conocimiento profirió sentencia absolutoria en aplicación 
del principio indubio pro reo por duda razonable; lo cierto es que, las actuaciones 
desplegadas por el procesado en forma previa y durante el proceso de captura en 
flagrancia fueron debidamente acreditadas y constituyeron la causa eficiente en la 
producción de su propio daño, pues actuó con desatención u omisión de las 
obligaciones o reglas comunes a las que debía estar sujeto como ciudadano, y 
conductas que ameritaron la investigación penal y, consecuentemente, justificaron 
la restricción de su libertad. 
 
Se puede concluir que la Fiscalía General de la Nación no es responsable por los 
daños y perjuicios ocasionados en aquellos casos en los que la privación de la 
libertad se produjo en desarrollo de procesos penales regidos por la Ley 906 de 
2004, considerando que:  
 

                                                 
7 [Pie de página de la cita] “Cuando no resultan refutadas ni la hipótesis acusatoria ni las hipótesis en competencia con ella, 
la duda se resuelve, conforme al principio del in dubio pro reo, contra la primera.” Ibíd. Pág. 151- 152. 
8 [Pie de página de la cita] “Los historiadores de las ideas atribuyen fácilmente a los filósofos y juristas del siglo XVIII el sueño 
de una sociedad perfecta; pero ha habido también un sueño militar de la sociedad; su referencia fundamental se hallaba no 
en el estado de naturaleza, sino en los engranajes cuidadosamente subordinados de una máquina, no en el contrato primitivo, 
sino en las coerciones permanentes, no en los derechos fundamentales, sino en la educación y formación indefinidamente 
progresivos, no en la voluntad general, sino en la docilidad automática.” FOUCAULT, Michel “Vigilar y Castigar”, Ed. Siglo 
Veintiuno, 27ª ed., pág. 173. “Como lo muestran los objetos anteriores, la prioridad de la libertad significa que la libertad 
solamente puede ser restringida en favor de la libertad en sí misma.” RAWLS, John “Teoría de la Justicia”, Ed. Fondo de 
Cultura Económica, Pág. 273.  
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(i) Se presenta inexistencia del daño antijurídico a la luz del artículo 90 de 
Constitución Política, teniendo en cuenta que el Juez de Control de 
Garantías impartió legalidad a la captura e impuso medida de 
aseguramiento luego de analizar los elementos materiales probatorios 
y evidencia física, ajustándose la misma a los criterios de legalidad, 
razonabilidad y proporcionalidad.  
 

(ii) De acuerdo al tercer presupuesto de la Sentencia de Unificación del 
Consejo de estado, en el que se debe verificar cual es la autoridad u 
organismo del Estado llamado a reparar el daño, se presenta falta de 
legitimación en la causa por pasiva ya que la decisión de imponer una 
medida de aseguramiento es una facultad jurisdiccional atribuida a los 
jueces de control de garantías.  

 
(iii) Se configura el HECHO DE UN TERCERO, teniendo en cuenta que la 

acción penal prescribió estando el proceso en la etapa de juicio oral, de 
lo que se colige que el proceso penal no prescribió por actuaciones de 
la Fiscalía, por el contrario lo que se aprecia es que los fiscales de 
conocimiento fueron diligentes en su actuar, investigando tanto lo 
favorable como desfavorable al procesado, existiendo suficiente 
impulso procesal en el cual se tomaron las decisiones  que 
correspondía y nunca fue dilatado o demorado el proceso como lo 
pretende hacer creer la parte actora, prescribiendo la acción a cargo del 
juez de conocimiento 

 
Finalmente podemos observar que la Fiscalía no violó ni desconoció los preceptos 
legales aducidos en el acápite Fundamentos de Derecho, como ya se dijo, actuó 
conforme a derecho y a lo ordenado por la Constitución Política y la Ley. 
 
 

PRUEBAS 

 
En cuanto a la obligación de allegar el expediente administrativo, se debe resaltar 
que en el caso objeto de estudio no se adelantó un expediente administrativo por la 
entidad que represento, lo que se dio fue la participación como parte en un proceso 
penal, la cual se demuestra con pruebas obrantes en el expediente allegadas por la 
parte actora y en cuanto a la custodia del referido expediente penal, el mismo reposa 
en la Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en 
consecuencia no está en poder de mi representada. 
 
 

PETICION 

 
Con fundamento en los anteriores argumentos, solicito muy respetuosamente al 
Señor Juez NEGAR las pretensiones de la demanda, y se proceda al archivo de las 
diligencias. 
 

 

ANEXOS 

 
Acompaño al presente memorial los siguientes: 
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 Poder para actuar. Artículo 5 del Decreto 806 de 2020, en donde se indica: “los 
poder especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir mediante 
mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, se 
presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o 
reconocimiento”. Adjunto copia del correo electrónico a través del cual se confiere 
el poder al suscrito. 

 Fotocopia de la Resolución número 0-0303 de marzo 20 de 2018 (Por medio de la 
cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos Jurídicos y se 
dictan otras disposiciones).  

  Fotocopia de la Resolución de Nombramiento y Acta de Posesión de la 
Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
de la Fiscalía General de la Nación.  
 
 

NOTIFICACIONES 

 
Las recibiré en la Diagonal 22B N° 52 - 01, Tercer Piso del Edificio “C”, Ciudad 
Salitre, Bogotá, Oficina Jurídica de la Fiscalía General de la Nación o en la 
Secretaría del Juzgado o al correo electrónico 
jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co, jur.novedades@fiscalía.gov.co y 
santiago.nieto@fiscalia.gov.co. 
 
 
Del Señor Juez, 

 
 

 
SANTIAGO NIETO ECHEVERRI 
C.C. No. 6.241.477 de Cartago Valle 
T. P. No. 132.011 del C. S. de la J 
 

mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:jur.novedades@fiscalía.gov.co
mailto:santiago.nieto@fiscalia.gov.co




 
Señor 

JUEZ 60 ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTA 

E.S.D. 

 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA 

DEMANDANTE:  Carlos Alfonso Sarmiento Vega y otros 

RADICADO:   11001334306020210006500 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en 

calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos 

Jurídicos, debidamente designada mediante Oficio 20181500002733 del 04 de abril 

de 2018, en los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL 

DE LA NACIÓN, mediante el artículo octavo de la Resolución N° 0-0303 del 20 de 

marzo de 2018, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto 

que confiero poder especial, amplio y suficiente al Doctor SANTIAGO NIETO 

ECHEVERRI, abogado, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 6.241.477 de 

Cartago - Valle, Tarjeta Profesional No. 132.011 del C.S.J., para que represente a la 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN en el proceso de la referencia. 

 

El doctor SANTIAGO NIETO ECHEVERRI, queda investido de las facultades 

consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial para, 

sustituir, conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y 

extraordinarios y en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal 

desarrollo del presente mandato. 

 

Solicito respetuosamente se reconozca personería al doctor SANTIAGO NIETO 

ECHEVERRI, en los términos y para los fines que confiere el presente poder. 

 

El correo institucional del abogado es santiago.nieto@fiscalia.gov.co, el correo 

electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 

cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  

 

De Usted, 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

 

Acepto: 

 

 

 

 

 

 

SANTIAGO NIETO ECHEVERRI 

C.C. 6.241.477 de Cartago - Valle 

T.P. 132.011 del  C.S.J. 

 

Elaboró Rocio Rojas 

19-7-21 

mailto:santiago.nieto@fiscalia.gov.co
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co










* FISCALÍA 
GENE'Rlll DF LA NACION 

Resolución No. .O O 3 O 3 
2 O MAR. 201lf -- 

"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos y se dictan otras disposiciones" 

EL FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN 

En uso de las facultades otorgadas por el Decreto Ley O 16 del 9 de enero de 2014, en especial 
de las conferidas en los numerales 2, 19, 25 y el parágrafo del artículo 4 °, y 

CONSIDERANDO: 

Que el numeral 19 del artículo 4° del Decreto Ley O 16 de 2014, otorgó al Fiscal General de la 
Nación la facultad de "[ e ]xpedir reglamentos, protocolos, órdenes, circulares y manuales de 
organización y procedimiento conducentes a la organización administrativa y al eficaz 
desempeño de las funciones de la Fiscalía General de la Nación". 

Que el numeral 25 del artículo 4° del Decreto Ley 016 de 2014, facultó al Fiscal General de la 
Nación para "[c]rear, conformar, modificar o suprimir secciones, departamentos, comités, 
unidades y grupos internos de trabajo que se requieran para el cumplimiento de las funciones 
a cargo de la Fiscalía General de la Nación". 

Que mediante el Decreto Ley 898 de 201 7, expedido en desarrollo de las facultades otorgadas 
al Presidente de la República por medio del Acto Legislativo 001 de 2016, se reformó la 
estructura orgánica de la Fiscalía General de la Nación con el objeto de dar cumplimiento a 
los mandatos derivados del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera. 

Que el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017 modificó el artículo 9° del Decreto Ley 016 
de 2014 y definió las funciones a cargo de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía 
General de la Nación. 

Que en virtud de lo anterior es necesario establecer la organización interna de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos, conforme a los principios que rigen la Administración Pública, a efectos de 
cumplir con el objeto para el cual fue creada y permitir que su gestión sea ágil, eficiente y 
oportuna. 

Que el artículo 45 del Decreto Ley 016 de 2014 establece que el Fiscal General de la Nación 
tiene competencia para organizar Departamentos, Unidades y Secciones, así como señalarle 
sus funciones, atendiendo entre otros principios al de racionalización del gasto, eficiencia, 
fortalecimiento de la gestión administrativa y mejoramien o de la prestación del servicio. Las 
jefaturas de Unidades y Secciones serán ejercidas por el s ervidor de la Fiscalía General de la 
Nación a quien se le asigne la función. 
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Que por lo expuesto, 

RESUELVE: 

CAPÍTULO! 

ORGANIZACIÓN INTERNA DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 

ARTÍCULO PRIMERO. La Dirección de Asuntos Jurídicos tendrá la siguiente organización 
interna: 

1. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 
1.1.Secretaría Común y Apoyo a la Gestión 

2. Unidad de Defensa Jurídica. 
2.1. Sección de lo Contencioso Administrativo. 
2.2. Sección de Pago de Sentencias y Acuerdos Conciliatorios. 
2.3. Secretaría Técnica del Comité de Conciliación. 

3. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
3 .1. Sección de Jurisdicción Coactiva. 
3.2. Sección de Competencia Residual. 

4. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. 
4.1. Sección de Conceptos y Control de Legalidad. 
4.2. Sección Asuntos Constitucionales y Relatoría. 

PARÁGRAFO. Las funciones asignadas a la Dirección ce Asuntos Jurídicos por el artículo 
9° del Decreto Ley 016 de 2014 modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017, 
desarrolladas en la presente Resolución, serán distribuidas por el Director(a) de esta 
dependencia en el Departamento, Unidades y Secciones determinados en este artículo. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. Al Despacho 
del Director(a) de Asuntos .Jurídicos le corresponde dirigir, articular, controlar y evaluar el 
cumplimiento de las funciones establecidas para la dependencia en el artículo 9° del Decreto 
Ley 016 de 2014, modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017. 

ARTÍCULO TERCERO. Unidad de Defensa Jurídica. La Unidad de Defensa Jurídica de 
la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 
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1. Proponer para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos acciones y políticas 
de estrategia para la adecuada defensa jurídica de la Entidad en los procesos en los que 
la Fiscalía General de la Nación sea parte o interviniente. 

2. Ejercer la representación jurídica y la defensa técnica de la Fiscalía General de la 
Nación en los procesos extrajudiciales, judiciales y administrativos en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal, de acuerdo con la delegación contenida en 
este acto administrativo. 

3. Coordinar la labor de defensa técnica de la Entidad que cumplen los servidores de la 
Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales 
conforme a las directrices impartidas por el Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

4. Proponer y sustentar para aprobación del Comité de Conciliación de la Entidad, las 
políticas de prevención del daño antijurídico, con fundamento en los procesos en que 
es parte la Entidad. 

5. Adelantar las gestiones necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas al 
Comité de Conciliación de la Entidad. 

6. Revisar las actas del Comité de Conciliación las cuales serán suscritas por el 
Presidente, el Director (a) de Asuntos Jurídicos y el Secretario (a) Técnico que hayan 
asistido a la respectiva sesión. 

7. Coordinar y supervisar el cumplimiento de las sentencias judiciales en las que la 
Fiscalía General de la Nación tiene la calidad de parte o interviniente. 

8. Coordinar y tramitar los reintegros ordenados por autoridades judiciales y elaborar el 
proyecto de acto administrativo para aprobación del Director (a) de Asuntos Jurídicos 
y posterior firma del Fiscal General de la Nación. Para el efecto, la Subdirección de 
Talento Humano será encargada de remitir la información de su competencia, necesaria 
para el cabal cumplimiento de este trámite. 

9. Coordinar para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, la elaboración del 
protocolo de reparto de expedientes, asignación de tumo y seguimiento al rubro de 
pago de sentencias y conciliaciones, con estricto cumplimiento de los requisitos legales 
en aras de garantizar el derecho de turno de los peticionarios, así como de los principios 
de objetividad y transparencia. 

1 O. Adelantar el trámite correspondiente para la expedición del acto administrativo de 
reconocimiento y pago de sentencias y conciliaciones, previa liquidación por parte de 
la Subdirección Financiera y someter a la aprobación del Director(a) de Asuntos 
Jurídicos las resoluciones que materializan el cumplimiento de la obligación para la 
posterior firma del Director Ejecutivo. 

11. Elaborar para firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos, el proyecto de respuesta a 
las solicitudes de extensión de jurisprudencia. 

12. Presentar para aprobación y suscripción del Directoria) de Asuntos Jurídicos los 
informes contables correspondientes a esta Unidad. 

13. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 
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14. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y el Director(a) de 
Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO CUARTO. Defensa Jurídica a Nivel Departamental y Municipal. La 
Defensa Jurídica de la Fiscalía General de la Nación en los procesos en los que es parte o 
interviniente ante los despachos administrativos y judiciales distintos a los ubicados en la 
ciudad de Bogotá D.C., estará apoyada por los servidores de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, quienes cumplirán las siguientes 
funciones: 

1. Asumir la representación de la Entidad dentro de los procesos prejudiciales, judiciales 
y administrativos en los que tenga la calidad de parte o interviniente, en los eventos en 
que el Director(a) de Asuntos Jurídicos o el Coordinador de la Unidad de Defensa 
Jurídica así lo dispongan mediante poder. 

2. Realizar seguimiento a las actuaciones y reportar a la Secretaría Común de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos las novedades dentro de los procesos prejudiciales, judiciales y 
administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o interviniente y que se 
adelanten en la ciudad o municipios comprendidos por la correspondiente Dirección 
Seccional. 

3. Remitir oportunamente a la Secretaría Común de la Dirección de Asuntos Jurídicos, en 
físico y/o en medio magnético, los documentos correspondientes a todas las 
actuaciones surtidas o pendientes por atender dentro de los procesos prejudiciales, 
judiciales y administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o 
interviniente. 

4. Elaborar y remitir, dentro de los términos establecidos por el Comité de Conciliación 
de la Entidad, a la Secretaría Técnica del Comité, los estudios jurídicos a que haya 
lugar, en los procesos judiciales, prejudiciales y administrativos en los que la Entidad 
ostente la calidad de parte o interviniente. 

5. Atender con carácter prioritario los requerimientos de información que se les formulen 
desde el Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos o de la Unidad de Defensa 
Jurídica para la adecuada defensa de los intereses «e la Entidad en los procesos en los 
que es parte o interviniente. 

6. Las demás funciones que les sean asignadas por el Fiscal General de la Nación, el 
Director(a) de Asuntos Jurídicos y/o el Coordinador(a) de la Unidad de Defensa 
Jurídica. 

PARÁGRAFO PRIMERO.. En las ciudades o municipios en donde la Dirección de Asuntos 
Jurídicos no cuente con servidores para el desarrollo de l is funciones de defensa asignadas, 
las Direcciones Seccionales designarán los servidores que se requieran. 
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ARTÍCULO QUINTO. La expedición de los actos administrativos que definen las 
situaciones administrativas de los servidores adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con 
ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, corresponderá al servidor competente para 
el efecto previa aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO SEXTO. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
El Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 

1. Adelantar el procedimiento administrativo de cobro por jurisdicción coactiva, 
conforme a la regulación propia de la materia, a la reglamentación interna y a las 
directrices que imparta el Director(a) de Asuntos Jurídicos. En desarrollo de esta 
función, el Coordinador del Departamento ejercerá en nombre de la Fiscalía General 
de la Nación la facultad ejecutora de las obligaciones creadas a su favor y podrá 
declarar de oficio o a solicitud de parte, la prescripción de las obligaciones ejecutadas 
a través del procedimiento de cobro coactivo. 

2. Adelantar la defensa judicial de la Entidad, en los procesos iniciados con ocasión al 
ejercicio del procedimiento de cobro coactivo. 

3. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos adelantados ante la jurisdicción 
ordinaria y/o en las acciones ejecutivas que se promueven en la jurisdicción 
contencioso administrativa, en los que es parte o interviniente procesal. 

4. Elaborar y sustentar ante el Comité de Conciliación de la Entidad, los estudios jurídicos 
en los que se analice la procedencia de la acción de repetición. 

5. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos que se adelanten por el medio 
de control de repetición cuya procedencia determine el Comité de Conciliación de la 
Fiscalía General de la Nación, con el fin de recuperar los valores pagados por la Entidad 
como consecuencia de sentencias condenatorias o acuerdos conciliatorios aprobados. 

6. Constituirse como víctima dentro de los procesos penales, previo estudio de la 
pertinencia de hacer a la Entidad parte en el proceso conforme a los antecedentes del 
mismo, para participar en el incidente de reparación integral a efecto de obtener una 
indemnización económica a favor de la Fiscalía General de la Nación. 

7. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

8. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y/o el Director (a) 
de Asuntos Jurídicos. 

PARÁGRAFO. La Dirección de Asuntos Jurídicos podrá requerir la colaboración de las 
dependencias de la Entidad en el desarrollo de las actividades propias de los procesos 
asignados a este Departamento, la cual deberá ser prestada de manera prioritaria por el servidor 
requerido. 
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ARTÍCULO SÉPTIMO. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. La Unidad de 
Conceptos y Asuntos Constitucionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las 
siguientes funciones: 

1. Proyectar los conceptos que sean requeridos por las distintas dependencias sobre temas 
institucionales para mantener la unidad de criterio jurídico en la Fiscalía General de la 
Nación para posterior firma del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

2. El servidor (a) que se designe como coordinador de esta Unidad podrá emitir conceptos 
y responder peticiones ciudadanas en los asuntos que determine el Director (a) de 
Asuntos Jurídicos. 

3. Apoyar el estudio, análisis de constitucionalidad y seguimiento al trámite de los 
proyectos de ley y actos legislativos que cursen ante el Congreso de la República, sobre 
materias que tengan incidencia en la Entidad, en aquellos eventos que determine el 
Despacho del Fiscal General de la Nación. 

4. Elaborar los proyectos de actuaciones ante la Corte Constitucional de interés para la 
Entidad cuando el Fiscal General de la Nación así lo disponga. 

5. Efectuar la revisión de anteproyectos, proyectos de ley y demás documentos solicitados 
por el Despacho del Fiscal General de la Nación. 

6. Ejercer la representación de la Entidad, en los procesos constitucionales en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal que no sean competencia de otra 
dependencia. 

7. Preparar para la firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos los informes requeridos 
por la Corte Constitucional en autos de seguimiento, asignados por el Despacho del 
Fiscal General de la Nación. 

8. Realizar el control de legalidad de los actos administrativos requeridos por las 
dependencias de la Entidad. 

9. Revisar para consideración y aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, los 
documentos, estudios y directivas que solicite el Despacho del Fiscal General de la 
Nación para la definición y formulación de políticas, lineamientos y directrices de 
interpretación en los temas constitucionales y legales que afecten o involucren los 
objetivos misionales de la Fiscalía General de la Nación. 

1 O. Elaborar los boletines de relatoría de jurisprudencia relevante para las labores de la 
Entidad y casos exitosos sobre buenas prácticas en el ejercicio de la función de 
investigación y acusación de la Entidad, y organizar su publicación. 

11. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

12. Las demás que le sean asignadas por el Director (a) de Asuntos Jurídicos y/o el Fiscal 
General de la Nación. 
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CAPÍTULO II 
OTRAS DISPOSICIONES 

ARTÍCULO OCTAVO. Delegaciones Especiales. Delegar en el Director(a) de Asuntos 
Jurídicos y en el Coordinador (a) de la Unidad Defensa Jurídica, la facultad de otorgar poder 
para ejercer la representación de la Fiscalía General de la Nación en los procesos judiciales, 
extrajudiciales, prejudiciales, administrativos en los que sea parte la Entidad conforme a lo 
previsto en el artículo 77 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012. 

ARTÍCULO NOVENO. Los procesos que cursen en los despachos judiciales y 
administrativos del país, podrán ser atendidos por funcionarios distintos a los servidores 
adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones 
Seccionales, cuando el Director(a) de Asuntos Jurídicos, por necesidades del servicio, así lo 
determine mediante poder. 

ARTÍCULO DECIMO. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su 
publicación, modifica en lo pertinente la Resolución No. 0-2570 de 2017 y deroga las 
Resoluciones Nos. 0-0582 de 2014, 0-0257 de 2015 y 0-4117 de 2016, y las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá D.C., a los 2 O MAH. 2018 

' 

L DE LA NACIÓN 
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Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.

De: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
Enviado el: viernes, 06 de agosto de 2021 2:32 p. m.
Para: Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.
Asunto: RV: DTE: CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA Y OTROS - RAD. No. 

11001334306020210006500 - CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, PODER Y ANEXOS 
Datos adjuntos: RESOLUCION No. 0-0303 DEL 20 DE MARZO DE 2018 (1).pdf; NOMBRAMIENTO-SONIA 

TORRES.pdf; POSESION-EXPERTO SONIA.pdf; COORDINACION-DEFENSA JURIDICA 
OFICIO  SONIA PARA PODERES A PARTIR DE AMYO 2018.pdf; PODER.pdf; 
CONTESTACION CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA J. 60 BOGOTA JL. 44744.pdf; 
CORREO OTORGA PODER.pdf

 
 

Cordial saludo,  
  
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para 
el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá 
confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  
 
Atentamente,  
  

Grupo de Correspondencia  

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  
Sede Judicial  CAN 

CAMS 

De: Santiago Nieto Echeverri <santiago.nieto@fiscalia.gov.co> 
Enviado: viernes, 6 de agosto de 2021 2:09 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: Maria Cristina Munoz Arboleda <mcmunoz@procuraduria.gov.co>; Notificaciones Direccion Ejecutiva Deaj 
<deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co>; ABOGADASMARPUL@GMAIL.COM <ABOGADASMARPUL@GMAIL.COM>; 
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>; 
procjudadm79@procuraduria.gov.co <procjudadm79@procuraduria.gov.co> 
Asunto: DTE: CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA Y OTROS - RAD. No. 11001334306020210006500 - CONTESTACIÓN 
DE LA DEMANDA, PODER Y ANEXOS  
  
 
Cordial saludo,  
  
En mi calidad de apoderado de la Fiscalía General de la Nación, adjunto dentro de los términos de Ley, 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, PODER Y ANEXOS en el proceso Dte: CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, 
RAD. No. 11001334306020210006500 - Juzgado 60 Administrativo Oral de Bogotá.  
  
La presente información, se envía igualmente al correo electrónico suministrado por el apoderado de la parte 
demandante en el escrito de la demanda, y a las demás partes procesales, incluyendo al Ministerio Público. 
  
Mis datos de contacto son:   
  
SANTIAGO NIETO ECHEVERRI 
Celular 3138885472 

Correo electrónico santiago.nieto@fiscalia.gov.co 

  
Atentamente, 
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SANTIAGO NIETO ECHEVERRI 
Dirección de Asuntos Jurídicos 

  
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo 
cualquier anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser 
utilizada por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error 
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma 
cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE LA 
FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene información 
confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona o compañía a la cual 
está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este mensaje, favor borrarlo 
inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma cualquier acción basado en ella, se 
encuentra estrictamente prohibido.  



Consejo Superior de la Judicatura 
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SC5780-4 

DEAJALO21-6091  
 
Bogotá D. C., 31 de agosto de 2021 
 
 

Señor Juez 

Dr. ALEJANDRO BONILLA 
Juez Sesenta (60) Administrativo de Oralidad del Circuito  
Sección Tercera 
Bogotá D.C. – 
  
 

REFERENCIA: PROCESO No. 11001334306020210006500   
MEDIO:            REPARACIÓN DIRECTA 

CONTRA: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL y OTRO 
ACTOR: CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA Y OTROS 

 
 
 

JAVIER FERNANDO RUGELES FONSECA, mayor de edad, identificado 

civilmente con la cédula de ciudadanía No. 79.372.166 de la ciudad de Bogotá, 

portador de la tarjeta profesional de Abogado No. 143.937 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando para los efectos del medio de control indicado en la 

referencia, en condición de apoderado de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL, según 

poder que me fuera otorgado por la Directora de la División de Procesos de la 

Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 

quien tiene delegada la función de representación judicial y extrajudicial de la 

entidad, conferida mediante Resolución No. 5393 del 16 de agosto de 2017, de 

manera respetuosa dentro del término de Ley, procedo a CONTESTAR LA 

DEMANDA DE LA REFERENCIA, con fundamento en los argumentos que a 

continuación se exponen. 

 
 

I. SOBRE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

La NACIÓN - RAMA JUDICIAL, se opone a todas y cada una de las 

pretensiones de la demanda, cuyo objeto es que se declare administrativa y 

extracontractualmente responsable a la entidad que represento por el presunto 

daño antijurídico que indica le fue irrogado al señor, como consecuencia de la 

supuesta “privación injusta” de la libertad, impuesta al citado ciudadano con ocasión 

de la imposición de aseguramiento Domiciliaria y su vinculación al proceso penal, 

en el que se le investigó como presunto autor responsable de los punibles de 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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concierto para delinquir concurso heterogéneo o sucesivo con los delitos de 

fabricación, tráfico y porte ilegal de armas, municiones y explosivos de uso 

privativo de las fuerzas armadas, hurto calificado, concurriendo la 

circunstancia de agravación punitiva, según se consigna en el escrito 

demandatorio y se desprende de la documental que acompaña al mismo; y producto 

de dicha declaración, se condene al extremo demandado a pagar a la parte actor 

los perjuicios materiales y morales que dice, le fueron causados.  

 

La anterior oposición a la prosperidad de las pretensiones de la demanda por cuanto 

en criterio de este extremo demandado no se configuran los presupuestos de hecho 

o Derecho, con base en las cuales surja para LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL, la 

responsabilidad administrativa de resarcir daño alguno a la parte actor, por lo que 

desde este momento ruego de manera respetuosa a su Despacho se absuelva de 

todo cargo a la Entidad que represento, declarando, si hay lugar a ello, probadas 

las excepciones que se propongan y las demás que de conformidad con el artículo 

187°, inciso 2, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, resultaren acreditadas en el debate judicial que nos concita. 
 

 

II. SOBRE LOS HECHOS 

 

En cuanto a los hechos constitutivos de la demanda, este extremo demandado se 

atiene a aquellos que estén probados, de conformidad con el artículo 166 del 

C.P.A.C.A. según el cual “El demandante deberá aportar con la demanda todas las 

pruebas documentales que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el 

proceso”. 

 

En tal sentido, la RAMA JUDICIAL únicamente tendrá por ciertos los hechos 

referentes a las actuaciones correspondientes a las autoridades Judiciales que 

conocieron del proceso penal, que conforme al procedimiento previsto por la Ley 

906 de 2004 se adelantó contra el señor CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, 

bien sean actuaciones judiciales (autos y/o sentencias) o administrativas (oficios 

secretariales), siempre que de ellas se hubieren allegado las copias pertinentes. En 

consecuencia, únicamente se tendrán por ciertos los hechos contenidos en el 

acápite denominado “HECHOS” del libelo mediante el cual se promovió el presente 

medio de control. 

 

Lo relativo a otros hechos, o a razonamientos de orden jurídico expuestos por el 

demandante como sustento de sus pretensiones o de la presunta privación injusta 
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de la libertad a la cual fue sometido, deben ser objeto de prueba, por lo que este 

extremo demandado se atiene a lo que legal y oportunamente resulte debidamente 

acreditado en el curso del presente medio de control.  
 

 

III. RAZONES DE LA DEFENSA 

 

Como se dijo, del escrito demandatorio se deriva que la pretensión elevada por la 

parte demandante se encuentra encaminada a que se declare que la NACIÓN – 

RAMA JUDICIAL es administrativamente responsable por los presuntos daños y 

perjuicios que reclama, alegando como título jurídico de imputación de 

responsabilidad patrimonial una “supuesta” privación injusta de la libertad de la que 

fuera objeto el señor CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, producto de su 

vinculación al proceso penal, por el delito de concierto para delinquir concurso 

heterogéneo o sucesivo con los delitos de fabricación, tráfico y porte ilegal de 

armas, municiones y explosivos de uso privativo de las fuerzas armadas, 

hurto calificado, concurriendo la circunstancia de agravación punitiva, 

actuación judicial de la cual conoció, en audiencias preliminares el juez treinta y 

nueve penal municipal con control de garantías de Bogotá.  

 

Por ello, se considera pertinente, citar las normas relativas a la responsabilidad del 

Estado y en particular las normas de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia 

que consagran dicho título de imputación de responsabilidad, analizarlas frente a 

las consideraciones que respecto al mismo han hecho tanto el Honorable Consejo 

de Estado, como la Honorable Corte Constitucional, y con base en ello examinar si 

la entidad a la cual represento debe responder por los hechos descritos en el libelo 

demandatorio. 

 

El artículo 90 de la Constitución Política de Colombia consagra la responsabilidad 

patrimonial del Estado por los daños antijurídicos causados por la acción o por la 

omisión de las autoridades públicas. Se trata de una cláusula general de 

responsabilidad estatal, cuya estructuración se determina a partir del cumplimiento 

de dos (2) requisitos:  

 

1. Existencia de un daño antijurídico. 

 

2. Que éste sea imputable a la acción u omisión de una autoridad pública. 
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La noción de daño antijurídico fue definida por el Consejo de Estado, como aquella 

lesión patrimonial o extrapatrimonial, causada en forma lícita o ilícita, que el 

perjudicado no está en el deber jurídico de soportar. 

 

Por su parte, la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia - Ley 270 de 1996-

reguló la responsabilidad de los funcionarios y empleados judiciales, por las 

acciones u omisiones que causen daños antijurídicos, a cuyo efecto determinó tres 

presupuestos:  

 

• Error jurisdiccional (Art. 67) 

 

• Privación injusta de la libertad (Art. 68). 

 

• Defectuoso funcionamiento de la administración de justicia (Art. 69) 

 

Debe señalarse que el proceso penal que dio origen al medio de control que hoy 

nos convoca se desarrolló con arreglo a las previsiones del procedimiento previsto 

por la Ley 906 de 2004, es decir, bajo el sistema penal oral acusatorio, según el 

cual, entratándose del Juez con funciones de Control de Garantías, entre otras, se 

le asigna la tarea de velar que sean respetados los derechos constitucionales de la 

imputada, de suerte que, para legalizar la captura, formular la imputación y decretar 

la medida de aseguramiento de detención preventiva, solicitada previamente por 

la Fiscalía General de la Nación, debe verificarse que la medida procure el 

cumplimiento de los fines constitucionales del artículo 250 y además cumpla con los 

requisitos del artículo 308 del Código de Procedimiento Penal para imponer la 

restricción de la libertad. Al respecto refiere la citada normativa: 

 

“El Juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su delegado, 

decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y 

evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda 

inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva 

que se investiga”.  

 

Así, el análisis que realizó el Juez Treinta y Nueve Penal Municipal con Control de 

Garantías de Bogotá, que conoció de la solicitud de imposición de la medida de 

aseguramiento elevada por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN en contra del 
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hoy actor, se circunscribió a verificar la razonabilidad1, proporcionalidad2, 

ponderación3 y el cumplimiento de los fines legales y constitucionales de dicha 

medida, a lo cual se restringe su papel en esa instancia preliminar del proceso 

penal, criterios que halló satisfechos en el caso que se analiza, pues dicha medida 

se mostraba necesaria por tratarse del delito de concierto para delinquir 

concurso heterogéneo o sucesivo con los delitos de fabricación, tráfico y 

porte ilegal de armas, municiones y explosivos de uso privativo de las fuerzas 

armadas, hurto calificado, concurriendo la circunstancia de agravación 

punitiva, respecto del cual, el Código Penal señala una pena de prisión superior a 

los 4 años. 

 

Luego, al tratarse de un delito que atentaba de manera grave contra un bien jurídico 

de especial protección, la Ley 906 de 2004, señala como procedente la medida de 

aseguramiento, una vez verificados los requisitos constitucionales y legales para su 

imposición, razón que justificó la injerencia en el derecho fundamental del hoy 

demandante, habida cuenta de los motivos fundados conseguidos objetivamente 

por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y presentados ante el Juzgado Penal 

Municipal con Función de Control de Garantías, tal y como lo prevé el marco jurídico 

aplicable, los cuales daban cuenta de su posible participación en los hechos 

investigados. 

 

Así, debe resaltarse que el Juzgado Penal Municipal con Funciones de Control de 

Garantías que conoció de la solicitud de imposición de medida de aseguramiento, 

al momento de determinar la procedencia de la privación preventiva de la libertad 

del hoy actor (reitérese fase preliminar), en cumplimiento del marco constitucional 

y legal aplicable, estimó que estaban satisfechos los requisitos objetivos contenidos 

en el artículo 313, numeral 2 del Código de Procedimiento Penal vigente, esto es, 

que se trataba de un delito perseguible de oficio, cuya pena mínima excedía de los 
                                                           
1 Este principio prohíbe los ejercicios del poder público que son abiertamente irrazonables, es decir, ejercicios del poder que no 

tengan ninguna motivación y que no tengan en consideración a los individuos afectados el mismo. En este sentido un acto del 

Estado será irrazonable cuando carezca de todo fundamento, cuando no tienda a realizar ningún objetivo jurídicamente razonable. 

[Carlos Bernal Pulido, El Derecho de los Derechos pág. 69- Universidad Externado de Colombia].    

 
2 El principio de proporcionalidad se compone de tres reglas que toda intervención estatal en los derechos fundamentales debe 

observar para poder ser considerada como una intervención constitucionalmente legítima. Estas reglas son los sub principios de 

idoneidad (o adecuación), necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. [Carlos Bernal Pulido, El Derecho de los Derechos 

pág. 67- Universidad Externado de Colombia].    

 
3 La ponderación es la forma en que se aplican los principios jurídicos, es decir, las normas que tienen estructura de mandatos de 

optimización. Estas normas no determinan exactamente lo que debe hacerse, sino que ordenan que algo sea realizado en la mayor 

medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes. [Carlos Bernal Pulido, El Derecho de los Derechos pág. 

97.-Universidad Externado de Colombia].  
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4 años de prisión, así como los requisitos señalados en el artículo 308, numeral 2, 

desarrollado por el artículo 310 ibidem, modificado por el artículo 65 de la Ley 1453 

de 2011, en donde, además de los fines constitucionales de la medida, con los 

elementos en aquel momento presentados por parte del Ente Acusador, se arribó a 

una inferencia razonable de posible participación del imputado en el delito 

investigado, dada la situación fáctica denunciada, la naturaleza del punible 

imputado, la modalidad y gravedad del mismo, criterios por los cuales se estimaron 

cumplidas las exigencias necesarias para imponer en aquella fase preliminar la 

medida de aseguramiento privativa de la libertad solicitada por el Ente Acusador.  

 

Como se indicó, de los elementos materiales de prueba, de la evidencia física y de 

la información legalmente obtenida, presentados por la FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN al momento de la respectiva audiencia preliminar, los cuales fueron 

ponderados por el Juzgado Segundo Penal Municipal con Función de Control de 

Garantías, se hallaron satisfechas las condiciones legales y constitucionales 

para la adopción de la medida de aseguramiento, en tanto, como se indicó, se 

arribó a una inferencia razonable que le permitió al Juez determinar la posible 

participación del imputado, CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA en los hechos 

investigados, mostrándose como necesaria, razonable y proporcional, de cara a lo 

normado en el artículo 308°, desarrollado por los artículos 309° y 310° del Código 

de Procedimiento Penal.  

 

Se insiste, en aquella fase preliminar del proceso penal, de acuerdo con el marco 

normativo aplicable, fueron suficientes los elementos materiales de prueba, la 

evidencia física y la información legalmente obtenida por la FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN, para sustentar la inferencia razonable de posible 

participación del investigado, a la cual arribó el Juzgado Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías. 

 

Recuérdese que, de acuerdo con el procedimiento penal oral acusatorio, las 

funciones de los Jueces están claramente delimitadas, entre la función de Control 

de Garantías y la función de Conocimiento, esta última encargada de la 

determinación de la responsabilidad penal de los imputados y posteriormente 

acusados, con base en el standard probatorio requerido en la etapa de juicio oral, 

valga decir, muy distinto y más riguroso que el requerido para imponer medida 

de aseguramiento de detención preventiva en un estadio procesal preliminar. 

 

Sobre el papel del Juez de Control de Garantías ha expresado la Corte 

Constitucional:  
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“Particular mención ha hecho la jurisprudencia al caso de la figura del juez de control de 

garantías4. Destaca así que una de las modificaciones más importantes que introdujo el Acto 

Legislativo 03 de 2002 al nuevo sistema procesal penal, fue la creación del juez de control de 

garantías, sin perjuicio de la interposición y ejercicio de las acciones de tutela cuando sea del 

caso, con competencias para adelantar (i) un control previo para la adopción de medidas 

restrictivas de la libertad; (ii) un control posterior sobre las capturas realizadas 

excepcionalmente por la Fiscalía General de la Nación; (iii) un control posterior sobre las 

medidas de registro, allanamiento, incautación e interceptación de llamadas; (iv) un control 

sobre la aplicación del principio de oportunidad y (v) decretar medidas cautelares sobre bienes; 

(vi) igualmente deberá autorizar cualquier medida adicional que implique afectación de 

derechos fundamentales y que no tenga una autorización expresa en la Constitución. De tal 

suerte que el Juez de Control de Garantías examinará si las medidas de intervención en el 

ejercicio de los derechos fundamentales, practicadas por la Fiscalía General de la Nación, no 

sólo se adecuan a la ley, sino si además son o no proporcionales (…).”5 

 

Así, en audiencia pública, procedió el Juzgado Penal Municipal con Función de 

Control de Garantías, por solicitud de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a 

imponer medida de aseguramiento en contra del hoy actor, conforme lo ordenado 

en los artículos 306, 308, y 313 del Código de Procedimiento Penal, que al respecto 

señalan: 

 

“Artículo 306. Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El Fiscal solicitará al Juez 

de Control de Garantías imponer medida de aseguramiento, indicando la persona, los delitos, 

los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia, los cuales se 

evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente. (…) 

 

Artículo 308. Requisitos. El Juez de Control de Garantías, a petición del Fiscal General de la 

Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos 

materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos 

legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la 

conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes 

requisitos: 

 

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado 

obstruya el debido ejercicio de la justicia. 

 

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima. 

 

3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la 

sentencia.” 

                                                           
4 Ver Sentencia C-1092/03 M.P. Álvaro Tafur Galvis  
5 Ver Sentencia C-592/05 M.P. Álvaro Tafur Galvis  
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Artículo 313. Procedencia de la detención preventiva. (Modificado por el art. 60, Ley 1453 de 

2011) Satisfechos los requisitos señalados en el artículo 308, procederá la detención 

preventiva en establecimiento carcelario, en los siguientes casos: 

 

1. En los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados. 

 

2. En los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea 

o exceda de cuatro (4) años. 

 

3. En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal cuando la 

defraudación sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. 

 

4. Adicionado por el art. 26, Ley 1142 de 2007, así: 

 

Cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o 

contravención, dentro del lapso del año anterior, contado a partir de la nueva captura o 

imputación, siempre que no se haya producido la preclusión o absolución en el caso 

precedente.”  (Negrillas y subrayas propias) 

 

Se reitera que las decisiones que el Juez de Control de Garantías adopta en la 

audiencia preliminar de solicitud de imposición de medida de aseguramiento, se 

fundamentan en la inferencia razonable que haga, según los elementos materiales 

probatorios que le son presentados por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

como respaldo de su solicitud, para lo cual, en el caso concreto, se contó, como se 

ha descrito insistentemente, con elementos materiales probatorios, que para la 

fecha de la decisión gozaban de la presunción de autenticidad y veracidad, 

que además justificaron en esa fase procesal preliminar, la privación preventiva 

de la libertad del hoy demandante, al amparo del marco normativo aplicable, 

elementos que preliminarmente indicaban que CARLOS ALFONSO SARMIENTO 

VEGA  podía ser posible autor de los hechos investigados. 

  

Como se ha dicho, en la etapa preliminar de la actuación penal, el Juez de Control 

de Garantías, no estudia, ni emite pronunciamiento alguno sobre la 

responsabilidad penal del imputado. Luego, una eventual y posterior sentencia 

condenatoria precisa de un acervo probatorio más robusto, debidamente debatido 

en la etapa de juicio oral, con el cual, el Ente Acusador respalde y acredite su teoría 

del caso. 
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Ahora bien, de cara a la compatibilidad de la detención preventiva con la 

presunción de inocencia, pertinente resulta recordar lo expuesto por la Honorable 

Sección Tercera del Consejo de Estado, en la sentencia del 15 de agosto de 2018, 

dentro del radicado No. 66001-23-31-000-2010-00235 01 (46.947), Consejero 

Ponente Dr. CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA, mediante la cual 

modifica y unifica su jurisprudencia en relación con el régimen de 

responsabilidad o el título jurídico de imputación aplicable a los casos en los cuales 

se reclama la reparación de daños irrogados con ocasión de la privación de la 

libertad de una persona a la que, posteriormente, se le revoca dicha medida, 

decisión en la cual se indicó sobre el particular: 
 

“(…) la presunción de inocencia no es incompatible con la detención preventiva. Veamos: por 

un lado, la imposición de esta clase de medida busca asegurar la comparecencia del sindicado 

al proceso (como lo admite el ordenamiento jurídico)6 y, por otro lado, aquel principio sólo 

resulta desvirtuado una vez se agotan los trámites propios del proceso penal, mediante la 

decisión de declaratoria de responsabilidad en firme, pues, de conformidad con el artículo 29 

de la Constitución, “toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado 

judicialmente culpable” (…) 

 

(…) Entonces, como las medidas preventivas y las privativas de la libertad son de carácter 

cautelar, mas no punitivo -pues, según el numeral 3 del artículo 37 del Código Penal, “la 

detención preventiva no se reputa como pena”- puede asegurarse que no riñen, de manera 

alguna, con la presunción de inocencia, tal como lo ha sostenido la Corte Constitucional, dado 

que esa presunción se mantiene intacta mientras a la persona investigada “no se le haya 

declarado judicialmente culpable” (art. 29 C.P.), esto es, “mientras no se establezca legalmente 

su culpabilidad” (Convención Americana sobre Derechos Humanos) o, lo que es lo mismo, 

“mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”7, a pesar de lo cual es válidamente 

posible limitarle su libertad en forma temporal, tal como lo prevén la Constitución (art. 288) 

y la ley (v.gr. artículo 308 del actual Código de Procedimiento Penal) (…) 

(…) No obstante, es necesario rectificar la tesis conforme a la cual la medida de aseguramiento 

de detención preventiva, aun cuando constitucional, pugna con la presunción de inocencia, 

en primer lugar, porque la libertad no es un derecho absoluto (como luego se expondrá -ver 

infra, numeral 4.4.) y, en segundo lugar, por cuanto aquella forma de restricción de la libertad 

                                                           
6 Artículo 250 de la Constitución, artículo 355 de la Ley 600 de 2000 y numeral 3 del artículo 308 de la Ley 906 de 2004. 
7 Declaración Universal de derechos Humanos, artículo 11. 

 
8 “Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, 

ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades 

legales y por motivo previamente definido en la ley.  

 

“La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis  horas 

siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley.  

 

“En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles” 

(se subraya). 
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no tiene relación alguna con esta última presunción, ni mucho menos comporta un 

desconocimiento de la misma, ya que, en la medida en que durante el proceso penal no se 

profiera una sentencia condenatoria, la inocencia del implicado se mantiene intacta; por 

consiguiente, si la terminación del proceso responde a su preclusión y si, por igual razón, la 

inocencia de la persona se sigue presumiendo, no hay cabida a hablar de un daño (mucho 

menos antijurídico) ni de una privación injusta de la libertad sobre la cual se pueda edificar 

un deber indemnizatorio fundamentado exclusivamente en la vulneración de dicha 

presunción. (…)” (Negrillas y subrayas fuera del texto original) 

   

Frente al pronunciamiento que en sede de audiencia preliminar realiza el Juez de 

Control de Garantías, útil también resulta recordar que la Honorable Corte 

Constitucional señaló en la sentencia de constitucionalidad C-591 de 2005, que la 

facultad de los citados Jueces no conlleva un pronunciamiento sobre las 

implicaciones que los elementos de prueba recaudados tengan sobre la 

responsabilidad del investigado, ya que ésta será una tarea que se adelanta 

en el debate público y oral de la etapa de juzgamiento, situación que ruego a su 

honorable Despacho sea también ponderada al momento de valorar la actuación 

del funcionario jurisdiccional de Control de Garantías. 

 

Amén de las consideraciones expuestas en párrafos precedentes, debe resaltarse 

que bajo el esquema diseñado por la Ley 906 de 2004, esto es, el sistema penal 

oral acusatorio, las actuaciones tanto de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 

en su condición de titular del ejercicio de la acción penal y ente acusador, como de 

los JUECES CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS, están estrecha e 

íntimamente relacionadas, de forma tal que es la actuación de la primera, una 

condición necesaria y esencial para activar las actuaciones de los segundos, 

que en ningún caso actúan de manera oficiosa. 

 

De lo dicho puede afirmarse que el acto jurisdiccional restrictivo preventivamente de 

la libertad del hoy actor, fue en un todo legal y proporcional, consecuencia del 

agotamiento de los requisitos previstos en el marco normativo para su 

imposición, procedimiento en el que se respetaron sus garantías fundamentales y 

en el que ejerció su derecho a la defensa técnica, como garantía del debido proceso, 

razones por las que no puede predicarse la existencia de una falla en el servicio, un 

error jurisdiccional, ni mucho menos una privación irregular de su libertad, y por lo 

mismo, el carácter de “injusto” que se requiere para que surja la responsabilidad 

administrativa bajo el alegado título de imputación, no se estructura en el presente 

asunto, por tanto, la restricción a la libertad de la demandante, si bien puede ser 

considerada como un daño, el mismo no reviste la naturaleza de antijurídico. 
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Reitérese que la cláusula general de la responsabilidad patrimonial del Estado, 

exige la demostración de que el daño, es decir, la privación de la libertad, es 

antijurídico a la luz de los estándares constitucionales, legales o convencionales 

que permiten la restricción excepcional de la privación de la libertad, pues de no 

acreditarse dicho supuesto, nos encontraríamos ante un daño jurídicamente 

permitido, respecto del cual no sería posible predicar antijuridicidad alguna, 

según las exigencias del artículo 90 Constitucional y del artículo 68 de la Ley 270 

de 1996.  
 

La Sentencia de Unificación, del Honorable Consejo de Estado9, enseñó lo 

siguiente en punto del análisis de la antijuridicidad del daño: 
 

“(…) aun cuando, para acudir a la jurisdicción administrativa y reclamar la reparación de los 

perjuicios que se derivan de la privación de la libertad, no se puede prescindir del 

pronunciamiento que pone fin al proceso penal, la atención del juez se debe centrar en 

determinar si el daño derivado de la aplicación de la medida de aseguramiento de detención 

preventiva, esto es, la privación de la libertad, se mostró como antijurídico, toda vez que en 

lo injusto de ella radica la reclamación del administrado, al margen de cómo haya seguido su 

curso la correspondiente investigación y del sustento fáctico y jurídico de la providencia de 

absolución o de preclusión, según sea el caso, pues, se reitera, puede suceder que el caudal 

probatorio no tuvo la suficiente fuerza de convencimiento para llevar al juez a proferir una 

sentencia condenatoria, pero ello no da cuenta, per se, de que la orden de restricción haya 

llevado a un daño antijurídico. (…) 

 

(…) En consecuencia, procede la Sala a modificar y a unificar su jurisprudencia en relación con 

los casos cuya litis gravita en torno a la responsabilidad patrimonial del Estado por privación de 

la libertad, en el sentido de que, en lo sucesivo, cuando se observe que el juez penal o el órgano 

investigador levantó la medida restrictiva de la libertad, sea cual fuere la causa de ello, 

incluso cuando se encontró que el hecho no existió, que el sindicado no cometió el ilícito o que 

la conducta investigada no constituyó un hecho punible, o que la desvinculación del encartado 

respecto del proceso penal se produjo por la aplicación del principio in dubio pro reo, será 

necesario hacer el respectivo análisis a la luz del artículo 90 de la Constitución Política, esto 

es, identificar la antijuridicidad del daño.” (Negrillas y subrayas fuera del texto original) 

 

Ahora bien, en la eventualidad de que en el presente caso considere su honorable 

Judicatura que pese al descrito criterio de unificación jurisprudencial, resulta 

procedente la aplicación de un régimen de responsabilidad objetiva, tal premisa no 

es óbice para que se realice el necesario análisis sobre la posible configuración de 

alguna de las causales eximentes de responsabilidad estatal y con base en esto 
                                                           
9 Sentencia de Unificación del 15 de agosto de 2018, Radicado No. 66001-23-31-000-2010-00235 01 (46.947), Consejero 

Ponente Dr. CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA. 
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determinar el respectivo juicio de imputación y la atribución de responsabilidad 

administrativa (de haber lugar a ello) de manera total o parcial, respecto de cada 

una de las entidades eventualmente llamadas a responder. 

 

En dicho sentido, pese a que se acuda a la aplicación de un régimen objetivo de 

responsabilidad, ha de recordarse que no basta con probar solamente que haya 

habido una privación de la libertad, con una posterior decisión favorable al 

procesado, pues reducir el análisis de la responsabilidad administrativa a dicha 

verificación podría abrir las puertas para que en todos los casos en que una persona 

fuese privada de su libertad y considerase en forma subjetiva, que su detención 

es injusta, procedería en forma automática la reparación de los perjuicios, con grave 

lesión para el patrimonio del Estado.  

 

Por lo que una eventual declaración de responsabilidad estatal con ocasión de 

la Administración de Justicia, debe tener siempre en consideración el análisis 

razonable y proporcionado de las circunstancias en que se ha producido la 

detención, tal y como de antaño lo ha reconocido la Corte Constitucional desde la 

sentencia C-037 de 1996, con el fin de determinar si a la luz del artículo 90 de la 

Carta Política, el daño que se alega producido con la privación de la libertad es o no 

antijurídico. 

 

En efecto, no puede olvidarse, como lo ha indicado el Consejo de Estado, que 

incluso, cuando se acuda a la aplicación del régimen objetivo de responsabilidad es 

deber del Juez examinar si en el caso concreto puede estar presente alguna 

de las causales eximentes de responsabilidad, al margen de que la misma 

haya sido o no alegada por la defensa de la entidad demandada, así:10 

 

“(…) Como corolario de lo anterior, es decir, de la operatividad de un régimen objetivo de 

responsabilidad basado en el daño especial, como punto de partida respecto de los eventos 

de privación injusta de la libertad -especialmente de aquellos en los cuales la exoneración de 

responsabilidad penal tiene lugar en aplicación del principio in dubio pro reo-, debe asimismo 

admitirse que las eximentes de responsabilidad aplicables en todo régimen objetivo de 

responsabilidad pueden -y deben- ser examinadas por el Juez Administrativo en el caso 

concreto, de suerte que si la fuerza mayor, el hecho exclusivo de un tercero o de la víctima, 

determinan que el daño no pueda ser imputado o sólo pueda serlo parcialmente a la entidad 

demandada, deberá proferirse entonces el correspondiente fallo absolutorio en punto a la 

determinación de la responsabilidad patrimonial y extracontractual del Estado o la 

reducción proporcional de la condena en detrimento, por ejemplo, de la víctima que se haya 

                                                           
10 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sala Plena de la Sección Tercera. Sentencia del 17 de octubre 

de 2013. Consejero Ponente. Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Rad. 52001-23-31-000-1996-07459-01 (23354). 
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expuesto, de manera dolosa o culposa, al riesgo de ser objeto de la medida de 

aseguramiento que posteriormente sea revocada cuando sobrevenga la exoneración de 

responsabilidad penal; así lo ha reconocido la Sección Tercera del Consejo de Estado. (…) 

 

Dicho examen sobre la eventual configuración de los supuestos determinantes de la 

ocurrencia de una eximente de responsabilidad como el hecho de un tercero o la fuerza 

mayor, por lo demás, debe ser realizado por el Juez tanto a solicitud de parte como de 

manera oficiosa, no sólo en aplicación del principio iura novit curia, sino en consideración a 

que tanto el Decreto Ley 01 de 1984 –artículo 164– como la Ley 1437 de 2011 –artículo 187– 

obligan al Juez de lo Contencioso Administrativo a pronunciarse, en la sentencia definitiva, 

"sobre las excepciones propuestas y sobre cualquier otra que el fallador encuentre probada". 

 

Adicionalmente, mal puede perderse de vista que con el propósito de determinar la existencia 

de responsabilidad patrimonial del Estado como consecuencia de la acción o de la omisión de 

alguna autoridad pública, se tiene que según las voces del artículo 90 constitucional, uno de 

los elementos que insoslayablemente debe establecerse como concurrente en cada caso 

concreto es el de la imputabilidad del daño a la entidad demandada –además de la 

antijuridicidad del mismo, claro está–, análisis de imputación que de modo invariable debe 

conducir al Juez de lo Contencioso Administrativo, propóngase, o no, la excepción respectiva 

por la parte interesada, esto es de oficio o a petición de parte, a examinar si concurre en el 

respectivo supuesto en estudio alguna eximente de responsabilidad, toda vez que la 

configuración de alguna de ellas impondría necesariamente, como resultado del 

correspondiente juicio de imputación, la imposibilidad de atribuir la responsabilidad de 

reparar el daño sufrido por la víctima, total o parcialmente, a la entidad accionada.  

 

Dicho de otra manera, si el juez de lo contencioso administrativo encuentra, en el análisis que 

debe realizar en cada caso en el cual se demanda la declaratoria de responsabilidad 

extracontractual del Estado, que efectivamente hay lugar a estimar las pretensiones de la 

demanda, ello necesariamente debe tener como antecedente la convicción cierta de que se 

reúnen todos los elementos que estructuran dicha responsabilidad, lo cual excluye de plano la 

existencia de alguna causal eximente, puesto que si al adelantar ese análisis el juez 

encuentra debidamente acreditada la configuración de alguna o varias de tales causales -

independientemente de que así lo hubiere alegado, o no, la defensa de la entidad 

demandada- obligatoriamente deberá concluir que la alegada responsabilidad no se 

encuentra configurada y, consiguientemente, deberá entonces denegar la pretensiones de 

la parte actor.  (…)” (Negrillas fuera de texto) 

 

De otra parte, en torno a la privación de la libertad de un procesado, el Honorable 

Consejo de Estado, Sección Tercera, ha enseñado de tiempo atrás que:   
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“(…) La investigación de un delito, cuando medien indicios serios contra la persona sindicada, 

es una carga que todas las personas deben soportar por igual. Y la absolución final que 

puedan éstas obtener no prueba, per se, que hubo algo indebido en la retención. (…)”11 

 

Esta postura jurisprudencial, reiterada por el Consejo de Estado en varias 

oportunidades, y recogida en la Sentencia de Unificación señala que la privación de 

la libertad de una persona que posteriormente es dejada en libertad, no constituye 

daño antijurídico, si contra ella mediaron indicios de responsabilidad, se indica 

en la Sentencia de Unificación del 15 de agosto de 2018, lo siguiente: 
 

“(…) Ahora, como se sabe, a medida que transcurre el proceso penal la exigencia de la prueba 

sobre la responsabilidad en la comisión de un hecho punible es mayor, de modo que, para 

proferir una medida de aseguramiento de detención preventiva, basta que obren en contra 

de la persona sindicada del hecho punible indicios graves de responsabilidad penal, según 

los ya mencionados artículos 388  del Decreto 2700 de 1991, 356  de la Ley 600 de 2000 e, 

incluso, el  308  del Código de Procedimiento Penal hoy vigente (…)” (Negrillas fuera del texto) 

 

Cabe resaltar que no se trata de cualquier clase de indicios, sino que éstos deben 

ser suficientes para llevar al Juez al convencimiento de que es procedente la 

privación de la libertad, siempre que en el caso concreto se cumplan los requisitos 

constitucionales y legales para la adopción de la medida, tal y como se observa 

aconteció en el asunto que dio origen al presente medio de control, pues 

mediaron elementos de prueba que fueron presentados por el Ente Acusador en la 

fase preliminar, como sustento de la solicitud de la medida privativa 

preventivamente de la libertad, que apuntaban a la posible participación del 

demandante en el delito imputado, además de los requisitos objetivos que se 

hallaron satisfechos, de allí que la inferencia razonable a la cual se arribó esté con 

suficiencia soportada, tanto desde lo probatorio, como desde lo normativo. 

 

De lo dicho puede afirmarse que el acto jurisdiccional restrictivo preventivamente de 

la libertad del hoy actor fue en un todo legal y proporcional, consecuencia de la 

inferencia razonable a la cual arribó el Juzgado Penal Municipal con Función de 

Control de Garantías, en ejercicio de su deber funcional, de las competencias 

otorgadas y con fundamento en los elementos materiales probatorios presentados 

por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, como respaldo de su solicitud, con lo 

que la decisión adoptada en esa fase preliminar se reputa legítima y legal, no 

siendo posible para aquel Juez de Control de Garantías prever en ese momento 

que a posteriori, ya en la fase de juicio oral, no sería posible para el Ente Acusador 
                                                           
11 Consejo de Estado. Sentencia del 25 de julio de 1994. Consejero Ponente, Carlos Betancur Jaramillo. Expediente 

8666.162 
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destruir la presunción de inocencia que amparaba al señor CARLOS ALFONSO 

SARMIENTO VEGA. 

 

Debe insistirse en que los Jueces de Control de Garantías no actúan de oficio, en 

función de disponer motu propio la imposición de una medida de aseguramiento, 

por el contrario, dicha decisión siempre estará fundada en la actuación de la 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, que en dicho entendido tendría que estar 

llamada a responder por eventuales daños antijurídicos que con sus acciones pueda 

causar al indiciado o imputado dentro del proceso penal, responsabilidad derivada, 

del artículo 90 de la Constitución Política, del cual no está excluida, por lo que las 

posibles consecuencias indemnizatorias también deben recaer en cabeza de la 

entidad que debiendo investigar correctamente, no lo hace. 

 

Como se indicó en precedencia, pese a que eventualmente pueda considerar su 

honorable Despacho que en este caso resulta procedente la aplicación del régimen 

de responsabilidad objetiva, ruego también considerar en el juicio de ponderación 

que realice su judicatura, a efectos de determinar si tal régimen es aplicable en el 

caso de autos, el pronunciamiento que con motivo de la Sentencia de Unificación 

SU-072 de 2018 emitió la Honorable Corte Constitucional, con ponencia del 

Magistrado JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS, según el cual, la 

responsabilidad del Estado en materia de privación injusta de la libertad no se define 

a partir de un título de imputación único y excluyente (objetivo o subjetivo), dado 

que este obedece a las particularidades de cada caso. 

 

En el referido pronunciamiento de unificación, la Sala Plena de la Corte 

Constitucional ratificó que el artículo 90 de la Constitución Política no establece 

un régimen de imputación estatal específico, como tampoco lo hacen el 

artículo 68 de la Ley 270 de 1996 y la sentencia C-037 de 1996 cuando el hecho 

que origina el presunto daño antijurídico es la privación de la libertad, en 

atención a que tanto la Corte Constitucional, como el Consejo de Estado, han 

aceptado que el Juez Administrativo, en aplicación del principio iura novit 

curia, deberá establecer el régimen de imputación a partir de las 

particularidades de cada caso; luego, definir una fórmula automática, rigurosa e 

inflexible para el juzgamiento del Estado en los casos de privación injusta de la 

libertad contraviene el entendimiento del artículo 68 de la Ley 270 de 1996 y de 

paso el régimen general de responsabilidad previsto en el artículo 90 de la 

Constitución Política.  
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Concluyó entonces el máximo Tribunal de lo Constitucional que determinar, como 

fórmula rigurosa e inmutable, que cuando sobrevenga la absolución, el Estado debe 

ser condenado de manera automática, a partir de un título de imputación objetivo, 

sin que medie un análisis previo del Juez que determine si la decisión que 

restringió preventivamente la libertad fue inapropiada, irrazonable, 

desproporcionada o arbitraria, transgrede el precedente constitucional fijado por 

la Sala Plena –con ocasión del control integral y automático de constitucionalidad 

de la que sería la Ley 270 de 1996- concretamente en la sentencia C-037 de 1996.  

 

Señaló además dicha Corporación, que con independencia del régimen de 

responsabilidad estatal que utilice el Juez Administrativo, la conducta de la víctima, 

entre otros aspectos, debe valorarse, en tanto tiene la potencialidad de generar una 

decisión favorable al Estado, en otras palabras, puede generar una declaratoria de 

irresponsabilidad administrativa. 

 

Así, en sentir de este extremo demandado, el sub examine constituye una excepción 

a la aplicación del régimen de responsabilidad objetiva, según lo indicado además 

en la anterior jurisprudencia de unificación del Consejo de Estado del 10 de agosto 

de 2015, que en su momento señaló: 
 

“(…) La Sala, encuentra que el presente caso encuadra en una excepción a la aplicación del 

régimen de responsabilidad objetivo, se reitera, a los casos de privación injusta de la libertad, 

establecida en la sentencia de unificación de la Sala Plena de Sección Tercera del 17 de octubre 

de 2013, al facultar al juez administrativo para estudiar de manera crítica el material 

probatorio en orden a determinar si el fundamento de la exoneración penal en realidad 

escondía deficiencias en la actividad investigativa, de recaudo o de valoración probatoria, 

procediendo así una excepción a la imputabilidad de responsabilidad del Estado. En 

concordancia también con la sentencia de unificación de la Sección Tercera de 23 de agosto de 

2012, expediente 24392, que determinó la procedencia del examen de los diferentes 

fundamentos de responsabilidad, sin limitar el juzgamiento de la Sala a uno u otro específico. 

 

(...) 

 

Como lo sostiene la sentencia de la Corte Constitucional C-106 de 1994 “una cosa es detener al 

individuo contra el cual existen indicios graves acerca de que puede ser responsable 

penalmente, para que esté a disposición de la administración de justicia mientras se adelanta 

el proceso en su contra, y otra muy distinta que, cumplidos los trámites procesales y celebrado 

el juicio con observancia de todas las garantías, reconocimiento y práctica del derecho de 

defensa, se llegue por el juez a la convicción de que en realidad existe esa responsabilidad 

penal”, de tal manera que se cumple con el fin de la restricción permitida convencional y 

constitucionalmente, que se corrobora con una actuación judicial surtida en todas sus 

instancias, pero que fue deficiente en el recaudo y valoración probatoria. (…) 
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Finalmente, las deficiencias en el recaudo y valoración probatoria de la decisión que precluyó la 

investigación, no implica desvirtuar que la medida de aseguramiento impuesta cumplió con el 

valor convencional y constitucional de la justicia “como derecho que le es propio tanto a las 

víctimas de las conductas objeto de sanción penal, como a la sociedad en general, interesada 

en conservar el orden y la convivencia”12. 

(…) 

 

Finalmente, frente a las deficiencias en el recaudo y valoración probatoria de la decisión de 

preclusión de la investigación, la medida de aseguramiento fue proporcional en estricto 

sentido como quiera que no tiene la entidad para anular por sí misma la presunción de 

inocencia, ni la libertad de locomoción reconocidas en la Constitución y en los diferentes 

instrumentos internacionales, pues además de que se trata de derechos que no tienen un 

carácter absoluto, su restricción atiende el imperativo deseo de conservar las condiciones 

para garantizar la efectividad del proceso penal, adoptando medidas de reacción rápidas y 

urgentes, para precaver que los responsables de comportamientos desviados no cumplan la 

sanción”13. (…)” (Negrillas y subrayas propias) 

 

En este punto, resulta de especial relevancia analizar la incidencia de la actuación 

de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, en la privación “presuntamente” injusta 

de la libertad de la que se duele la demandante, derivada del rol que dentro del 

sistema penal oral acusatorio se le asigna al Ente Acusador como titular del 

ejercicio de la acción penal, y por ende, determinante de la decisión de solicitar la 

imposición de la medida de aseguramiento contra CARLOS ALFONSO 

SARMIENTO VEGA, en favor de quien debió ser posteriormente emitida sentencia 

absolutoria por parte del Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de 

Bogotá. 

 

Es menester resaltar que en desarrollo del proceso que bajo el sistema penal oral 

acusatorio se adelanta, la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN tiene la carga 

constitucional y legal de desvirtuar la presunción de inocencia, por manera que 

una vez el Estado se abstenga de imponer condena al procesado, o se declare la 

preclusión de la investigación, queda concomitante y automáticamente en 

evidencia que el Ente Acusador incumplió con su carga, de suerte que si en el 

transcurso de la actuación punitiva la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN había 

solicitado la imposición de medidas restrictivas de la libertad, emerge claro que la 

consecuencia lógica de dicho accionar, habiendo mediado falencias investigativas, 

es que ese ente deba responder a luces del artículo 90 constitucional. 

 
                                                           
12 Corte Constitucional, sentencia C-695 de 2013. 
13 Corte Constitucional, sentencia C-695 de 2013. 
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Sobre la incidencia que tuvo en los hechos que originaron la presente actuación, el 

actuar de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, producto del cumplimiento 

parcial de sus deberes probatorios de cara a una investigación criminal que conllevó 

un fallo absolutorio, debe decirse que cuando el Ente Acusador desatiende la 

carga probatoria que le es propia, y, producto de dicha deficiencia, no le queda 

opción distinta al Juez Penal de conocimiento que emitir decisión favorable al 

procesado, al no contar con prueba necesaria para fundar en ella una sentencia 

condenatoria, no surge la responsabilidad administrativa del Estado respecto de la 

NACIÓN - RAMA JUDICIAL. 
 

El Juzgado Tercero Penal del Circuito de Bogotá, resuelve declarar la prescripción 

de la acción penal del punible de CONCIERTO PARA DELINQUIR, en favor de 

ROBINZ ALEXANDO CAMACHO, Absuelve por duda, al acusado demandante, de 

los cargos formulados en su contra como coautores de los delitos de Fabricación 

Tráfico y Porte de Armas de Fuego o Municiones art 365 C.P, art 366 C.P y Hurto 

Calificado y Agravado, art 239 numerales 2 y 3 art 240 y numeral 10º art 241 C.P. 

 

EL 16 de a agosto del año 2018 el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

Sala Penal resuelve, el recurso de apelación interpuesto por el agente de la Fiscalía 

Especializada, y en él cual declara prescrita la acción penal por el cargo de 

Fabricación, Tráfico y Porte de Armas o Municiones atribuido a ROBINZ 

ALEXANDO CAMACHO SANTAMARÍA, y consecuentemente, la preclusión de la 

actuación en su favor. 

 

En efecto, en la actuación penal seguida contra el ciudadano CARLOS ALFONSO 

SARMIENTLO VEGA hubo un distanciamiento del deber legal que le asiste a la 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN de realizar una investigación penal 

suficiente, soportada en elementos materiales probatorios que sustentaran no 

solamente la solicitud de imposición de medida de aseguramiento que hizo en 

audiencia preliminar, sino un eventual llamado a juicio, por el contrario, lo que se 

observa es una deficiencia frente a su rol de investigador y acusador dentro del 

esquema diseñado por la Ley 906 de 2004, situación ajena, imprevisible y en 

nada atribuible al Juzgado Penal de Control de Garantías, como tampoco, al 

Juzgado Tercero Penal con Función de Conocimiento de Bogotá, y frente a la cual, 

una vez acaecida, no le era dable oponerse, ni resistir a lo que le ordenaban sus 

deberes funcionales, constitucionales y legales que le compelían, ante dicha 

circunstancia, a dictar sentencia absolutoria en favor del hoy actor, como en efecto 

lo hizo. 
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En dichas condiciones, puede afirmarse que si bien los Jueces gozan de autonomía 

e independencia para elegir las normas jurídicas aplicables al caso concreto, para 

determinar su forma de aplicación, y para establecer la manera de interpretar e 

integrar el ordenamiento jurídico, no es menos cierto que en esta labor no les es 

dable apartarse de los hechos, o dejar de valorar las pruebas regular y 

oportunamente allegadas al proceso y, menos aún, desconocer las disposiciones 

constitucionales o legales, que rigen el procedimiento que orientan el proceso bajo 

cuya dirección adelantan, para el caso concreto la Ley 906 de 2004, que obliga al 

Juez Penal de Conocimiento a emitir una decisión favorable al procesado 

cuando no sea posible probar más allá de toda duda su responsabilidad. 

 

Así, teniendo como premisa que en el presente asunto no resulta procedente la 

aplicación del régimen objetivo de responsabilidad a la luz de los criterios ofrecidos 

por la Jurisprudencia tanto Constitucional, como del Honorable Consejo de Estado, 

y observadas las particularidades de la dinámica procesal y probatoria bajo la cual 

se desarrolló el proceso penal seguido en contra de CARLOS ALFONSO 

SARMIENTO VEGA, se advierte, una vez más, que las decisiones adoptadas por 

los funcionarios Jurisdiccionales, tanto en sede de Control de Garantías, como en 

sede de Conocimiento, fueron en un todo legítimas, apropiadas, razonables, 

proporcionales y en nada arbitrarias, por lo que, con fundamento en las razones 

expuestas a lo largo de la contestación de la presente demanda, se considera que 

los Jueces de la República que intervinieron en el proceso penal seguido contra el 

demandante, actuaron conforme a Derecho, en estricta aplicación de las 

normas vigentes para la época, y sus decisiones fueron proferidas como 

consecuencia de un juicioso análisis fáctico, jurídico y probatorio, en aplicación del 

principio de la sana crítica y conforme a sus competencias legales y constitucionales 

en cada una de las fases procesales de la actuación penal en la que intervinieron. 

 

En tal escenario, no se entienden configurados los presupuestos para tener 

por estructurado el título de imputación alegado frente a la entidad que 

represento, esto es, que la privación de la libertad del hoy demandante, si bien 

constituyó un daño, este no se reputa como antijurídico, y por tanto fuente de 

responsabilidad administrativa respecto de LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL, por lo 

que en dicho entendido se carece de causa para demandar, en consecuencia, se 

considera configurada la denominada AUSENCIA DE CAUSA PETENDI, en razón 

a que la medida restrictiva preventivamente de la libertad fue legítimamente 

expedida, en tanto estuvieron cumplidos todos los presupuestos constitucionales y 

legales que así lo permitían. 
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Recuérdese que al igual que el derecho a la libertad, que no es absoluto, las 

medidas a través de las cuales se puede restringir su ejercicio, son también de 

orden constitucional, de acuerdo con lo previsto por el artículo 28 de la Constitución 

Política, según el cual, las personas pueden ser detenidas o arrestadas como 

consecuencia de orden escrita de Juez competente, expedida con las 

formalidades legales y por motivo previamente señalado en la Ley, así, las 

medidas de aseguramiento proferidas con observancia del marco normativo vigente 

no pueden reputarse como constitutivas de daño antijurídico conforme los 

lineamientos de la jurisprudencia, tanto Constitucional, como del Consejo de 

Estado.  

 

Como lo reconoce la jurisprudencia del Consejo de Estado, la medida que 

restringe preventivamente de la libertad a una persona, no está condicionada 

a la existencia de una prueba categórica e indefectible de su responsabilidad 

penal, sino a que medie un mandamiento escrito de la autoridad judicial 

competente, con las formalidades legales y por un motivo previamente 

definido en la Ley (como la existencia de indicios en su contra), requisitos sin 

los cuales su imposición sí se tornaría injusta e, incluso, ilícita y daría lugar a que 

se declare la responsabilidad extracontractual del Estado14. 

 

En punto de las decisiones que, tanto en sede de Control de Garantías, como en 

sede de Conocimiento, adoptan los Jueces Penales de la República, sostuvo 

también la Sentencia de Unificación del 15 de agosto de 2018 lo siguiente: 
 

“(…) dicha carga cobra mayor exigencia a la hora de proferir sentencia condenatoria, toda vez 

que para ello se requiere plena prueba de la responsabilidad. Así, las decisiones que se profieren 

en cada una de las etapas de la investigación tienen requisitos consagrados en disposiciones 

adjetivas distintas y, por ello, unos son los requisitos sustanciales que se exigen para que 

proceda la imposición de la medida de  detención preventiva (contemplados en los artículos 

recién citados), otros los que se dan  para calificar el mérito del sumario a través de la 

resolución de acusación (artículos 441 y 442 del Decreto 2700 de 1991, artículos 397 y 398 de 

la Ley 600 de 2000 y artículos 336 y 337 de la Ley 906 de 2004) y otros -bien distintos- los 

existentes para condenar, pues para esto último es preciso, como ya se dijo, tener total 

convicción, esto es, certeza plena de la responsabilidad del enjuiciado en la comisión del ilícito.  

 

Por consiguiente, puede llegar a ocurrir que estén reunidas las condiciones objetivas para 

resolver la situación jurídica del procesado con medida de aseguramiento de detención 

preventiva e, incluso, para proferir resolución de acusación en su contra y que, finalmente, la 

prueba recaudada permita absolverlo o resulte insuficiente para establecer su 

                                                           
14 Sentencia de Unificación del 15 de agosto de 2018, Radicado No. 66001-23-31-000-2010-00235 01 (46.947), Consejero 

Ponente Dr. CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA 
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responsabilidad penal, evento este último en el cual debe prevalecer la presunción de inocencia 

o, si es del caso, la decisión debe sujetarse al principio de in dubio pro reo, pero nada de ello 

implica, por sí mismo, que los elementos de juicio que permitieron decretar la medida de 

aseguramiento hayan sido necesariamente desvirtuados en el proceso penal y que la 

privación de la libertad haya sido, por tanto, injusta. Por esta razón, pretender que la 

imposición de una medida de aseguramiento, como la detención preventiva, se funde en la 

recaudación de una plena prueba de responsabilidad penal no es otra cosa que la 

contraposición a los postulados procesales dispuestos para tal fin por el legislador y a las 

atribuciones que la Constitución ha otorgado con ese mismo propósito a los jueces y a los 

órganos de investigación. 

 

Ciertamente, unas son las circunstancias en las que a la decisión absolutoria se arriba como 

consecuencia de la ausencia total de pruebas en contra del sindicado, lo que afecta, sin duda, 

el sustento fáctico y jurídico de la detención preventiva, pues no puede aceptarse de ninguna 

manera que, pese a la falta de pruebas o indicios el Estado adopte la decisión de aplicar al 

investigado esa medida restrictiva de su libertad y le imponga efectivamente dicha carga y 

otras, en cambio, son las circunstancias que tendrían lugar cuando, a pesar de haberse 

recaudado diligentemente la prueba necesaria para proferir medida de aseguramiento y, luego, 

resolución de acusación en contra del sindicado, se concluye que no hay lugar a dictar una 

sentencia condenatoria. (…)” (Negrillas y subrayas propias) 

 

En dicho orden de ideas, se insiste, una vez verificado que el acto jurisdiccional 

restrictivo preventivamente de la libertad de CARLOS ALFONSO SARMIENTO 

VEGA fue en un todo legal y proporcional, consecuencia de la inferencia razonable 

que hizo el Juzgado Penal con Función de Control de Garantías de Bogotá, en 

ejercicio de su deber funcional, de las competencias otorgadas y con sustento en 

los elementos materiales probatorios presentados en esa fase procesal por la 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, como respaldo de su solicitud preliminar y 

en atención a la naturaleza del delito imputado,  además expedido en cumplimiento 

del ordenamiento Constitucional y Legal aplicable, se estima que la privación de 

su libertad fue legítima, y por tanto no constitutiva daño antijurídico que deba 

ser indemnizado administrativamente. 

 

Como lo entendió el Honorable Consejo de Estado en su  Sentencia de Unificación, 

podría no ser admisible, ni justo con el Estado -el cual también reclama justicia 

para sí- que se le obligara a indemnizar a quien ha sido objeto de la medida de 

detención preventiva, cuando para la imposición de esta, se han satisfecho los 

requisitos de Ley, ni cuando a pesar de haber intentado desvirtuar la duda 

mediante la práctica de pruebas, no se ha podido obtener o lograr ese 

objetivo, es decir, cuando sobre el investigado persisten dudas acerca de su 

participación en el ilícito y, por lo tanto, también persisten respecto de lo justo o lo 
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injusto de la privación de la libertad, caso en el cual, si el Juez verifica que se 

cumplieron los deberes y exigencias convencionales, constitucionales y 

legales que corresponden al Estado para privar provisionalmente de la 

libertad a una persona, mal puede imponer una condena en contra de este 

último. 

 

Así, por las razones expuestas en el contenido de la presente contestación de la 

demanda, de manera respetuosa se considera que la NACIÓN – RAMA JUDICIAL, 

no está llamada a responder administrativamente por los hechos que generaron el 

presunto daño antijurídico que se dice fue irrogado al extremo demandante. 
 

 

IV. EXCEPCIONES 

 

Como se ha expuesto, considera esta parte demandada que en el presente asunto 

se configuran las excepciones denominadas: 
 

1.- AUSENCIA DE CAUSA PETENDI 

 

En razón de lo anteriormente expuesto, estima esta parte demandada que se 

estructura la citada excepción, en la medida en que el daño que se dice irrogado al 

actor, no reviste la condición de antijurídico, pues se advierte que las decisiones 

adoptadas por los funcionarios Jurisdiccionales tanto en sede de Control de 

Garantías, como en sede de Conocimiento, fueron apropiadas, razonables, 

proporcionales y en nada arbitrarias, emitidas con las formalidades de Ley, por 

lo que, con fundamento en las razones expuestas en el contenido del presente 

documento, se considera que los Jueces de la República que intervinieron en el 

proceso penal seguido contra el demandante, actuaron conforme a Derecho, en 

estricta aplicación de las normas vigentes para la época, y sus decisiones fueron 

proferidas como consecuencia de un juicioso análisis fáctico, jurídico y probatorio, 

en aplicación del principio de la sana crítica y conforme a sus competencias legales 

y constitucionales; y en dicha medida, no están dados los presupuestos para tener 

por configurado el título de imputación alegado, esto es, que la privación de la 

libertad del hoy demandante, si bien pudo haber entrañado un daño, este no se 

reputa como antijurídico, y por ende, fuente de responsabilidad administrativa 

respecto de LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL, lo cual deviene en la ausencia de 

causa para demandar. 
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2.- LA INNOMINADA 

 

De conformidad con el Artículo 187, inciso 2º del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, solicito de manera respetuosa a 

su Señoría se declare cualquier otra excepción que encuentre probada en el curso 

del proceso. 

 

V. PRUEBAS 

 

Solicito a su Señoría decretar las pruebas de oficio que considere pertinentes y tener 

como tales la documental que fue aportada con el escrito mediante el cual se 

promovió el presente medio de control. 

 

Ahora bien, en relación con lo manifestado en el escrito demandatorio respecto de 

los perjuicios materiales relacionados con las agencias en derecho y/o honorarios 

profesionales presuntamente cancelados al profesional del Derecho que asumió la 

defensa del hoy actor en el proceso penal, es pertinente recordar  lo señalado por 

el Honorable Consejo de Estado en la sentencia de unificación del 18 de julio de 

2019, proferida dentro del radicado No. 73001233100020090013301 (44.572), con 

ponencia del Consejero CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA, a efectos 

de unificar su jurisprudencia en materia de reconocimiento y liquidación de perjuicios 

materiales por daño emergente y lucro cesante en los casos de privación injusta de 

la libertad: 

 

“(…) Tratándose del reconocimiento del daño emergente derivado del pago de honorarios 

profesionales del abogado que intervino en defensa de quien fue privado injustamente de 

la libertad, esta Sección ha admitido como prueba de ese perjuicio la documental 

consistente en los recibos de pago que dan cuenta de la cancelación de los honorarios 

profesionales15 y, en su defecto, las certificaciones emitidas por los profesionales del 

derecho, acerca del pago de sus honorarios16.  

 

Sin embargo, debe recordarse que el artículo 615 del Estatuto Tributario dispone que las 

personas que ejercen profesionales liberales, es decir, profesiones en las cuales “… 

predomina el ejercicio del intelecto, que han sido reconocidas por el Estado y para cuyo 

ejercicio se requiere la habilitación a través de un título académico”17, están obligadas a 

“… expedir factura o documento equivalente, y conservar copia de la misma por cada una 

de las operaciones que realicen, independientemente de su calidad de contribuyentes o 

                                                           
15 Entre otras, sentencia del 14 de marzo de 2018, expediente: 46.666 
16 Entre otras, sentencia del 24 de octubre de 2016, expediente: 41.861 
17 Tomado de www.ccb.org.co 
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no contribuyentes de los impuestos administrados por la Dirección General de Impuestos 

Nacionales”. 

 

En virtud de lo anterior, debe entenderse que, como el derecho es una profesión liberal, 

quienes lo ejercen están obligadas a expedir la respectiva factura o su documento 

equivalente (el cual debe satisfacer los requisitos previstos en el artículo 617 del mismo 

estatuto18); por tanto, si los abogados están obligados a expedir una factura por el valor 

de sus honorarios profesionales, es dable concluir que ésta es la prueba idónea del pago.    

 

Así, en armonía con las referidas normas tributarias, en los eventos de privación injusta de 

la libertad, cuando el demandante pretenda obtener la indemnización del daño 

emergente derivado del pago de honorarios profesionales cancelados al abogado que 

asumió la defensa del afectado directo con la medida dentro del proceso penal, quien haya 

realizado el pago deberá aportar: i) la prueba de la real prestación de los servicios del 

abogado y ii) la respectiva factura o documento equivalente expedido por éste, en la cual 

se registre el valor de los honorarios correspondientes a su gestión y la prueba de su pago, 

de suerte que, si solo se aporta la factura o solo se allega la prueba del pago de la misma 

y no ambas cosas, no habrá lugar a reconocer la suma pretendida por concepto de este 

perjuicio. 

 

(…) 

 

                                                           

18 “ARTICULO 617. REQUISITOS DE LA FACTURA DE VENTA: Para efectos tributarios, la expedición de factura a que 

se refiere el artículo 615 consiste en entregar el original de la misma, con el lleno de los siguientes requisitos: 

“a. Estar denominada expresamente como factura de venta. 

“b. Apellidos y nombre o razón (sic) y NIT del vendedor o de quien presta el servicio. 

“c. Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente de los bienes o servicios, junto con la discriminación del IVA 

pagado. 

“d. Llevar un número que corresponda a un sistema de numeración consecutiva de facturas de venta. 

“e. Fecha de su expedición. 

“f. Descripción específica o genérica de los artículos vendidos o servicios prestados. 

“g. Valor total de la operación. 

“h. El nombre o razón social y el NIT del impresor de la factura. 

“i. Indicar la calidad de retenedor del impuesto sobre las ventas”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/estatuto_tributario_pr024.html#615
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En todo caso, dada la naturaleza cierta y personal de este tipo de perjuicio, la 

indemnización por concepto del daño emergente por pago de honorarios profesionales 

sólo se reconocerá en favor del demandante que lo pida como pretensión indemnizatoria 

de la demanda, quien, además, deberá acreditar idóneamente, conforme a lo dicho en 

precedencia, que, en efecto, fue quien realizó el pago.  (…)” 

 

Luego, con base en los criterios ofrecidos por el Honorable Consejo de Estado en 

la citada sentencia de unificación, para reconocer indemnización derivada del 

daño emergente relativo al pago de honorarios profesionales es necesario que 

quien lo reclama lo acredite con:  i) la prueba de la real prestación de los servicios 

del abogado y ii) la respectiva factura o documento equivalente expedido por éste, 

en la cual se registre el valor de los honorarios correspondientes a su gestión y la 

prueba de su pago, de suerte que, si sólo se aporta la factura o sólo se allega la 

prueba del pago de la misma y no ambas cosas, no habrá lugar a reconocer la suma 

pretendida por concepto de este perjuicio. 

 

En dicho orden de ideas, y como quiera que en el presente asunto no se allega 

ninguno de los elementos probatorios anteriormente reseñados, siendo 

inconducente el documento invocado en la demanda para acreditar dicho perjuicio 

según los criterios anteriormente descritos, se ruega a su Honorable Despacho 

negar todo reconocimiento por dicho concepto. 

 

VI.  PETICIONES 

 

1. Principal 

 

Que se declaren probadas las excepciones propuestas y las que, de conformidad 

con el Artículo 187, inciso 2º del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo sean advertidas por su Despacho, y como 

consecuencia de ello, se hagan pronunciamientos de fondo sobre las pretensiones 

de la demanda. 

 

2. Subsidiaria 

 

Que se nieguen las pretensiones de la demanda, por las razones de hecho y de 

Derecho expuestas en este escrito, y se declare que LA NACIÓN – RAMA 

JUDICIAL, no tiene responsabilidad administrativa alguna en los hechos que dieron 

origen a este medio de control. 

 

VII. NOTIFICACIONES  
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Las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, ubicada en la Calle 72 No. 7 - 96 de la ciudad de Bogotá 

D.C., Tel. 5553939 Ext. 1078, E-mail: jrugelef@deaj.ramajudicial.gov.co y   

deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co         
 
 

Con respeto, 
 
 
 
JAVIER FERNANDO RUGELES FONSECA 
Apoderado Rama Judicial 
C. C. No. 79.372.166 de Bogotá 
T. P. No. 143.937 del C.S.J. 
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Rama Judicial 
Consejo Superior de la judicatura Consejo Superior de la Judicatura 
República de Colombia Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

RESOLUCIÓN NO. 7361 0 3 NOV, ?018 

Por medio de la cual se hace un nombramiento en propiedad. 

E L D I R E C T O R E J E C U T I V O DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL (E) 
En ejercicio de sus facultades legales estatutarias, especialmente las conferidas en 
el artículo 99 de la Ley 270 de 1996 y de conformidad con el Acuerdo No.PSAA16-

10595 de 2016 proferido por la H. Sala Administrativa 

R E S U E L V E 

ARTICULO PRIMERO.- Nombrar en propiedad a la doctora B E L S Y YOHANA 
P U E N T E S DUARTE, identificada con la cédula de ciudadanía No.33.368.171, en el 
cargo de Director Administrativo de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial. 

ARTICULO SEGUNDO- La presente Resolución rige a partir de la fecha de su 
expedición. 

COMUNÍQUESE Y CUMPLASE 
Dada en Bogotá D.C., a H f í M I O V . 2016 

PABLO 

Elaboró: LigiaCG 
Revisó: RH/Jud¡th Morante García 

Calle 72 No. 7 - 96 Conmutador-3127011 www.ramajudicial.gov.co 
No. S C 5780 - 1 

http://www.ramajudicial.gov.co


Rama Judicial 
Consejo Superior de la judicatura Consejo Superior de la Judicatura 
República de Colombia Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

ACTA DE POSESIÓN 

En la ciudad de Bogotá, D. C , a los 30 días del mes de noviembre de 2016, 
se presentó al Despacho de la Directora Ejecutiva de Administración Judicial 
la doctora B E L S Y YOHANA P U E N T E S DUARTE, identificada con la cédula 
de ciudadanía No.33.368.171, con el fin de tomar posesión del cargo al cual 
fue nombrada en propiedad, de Director Administrativo de la Unidad de 
Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Prestó 
el juramento de rigor ordenado por la Constitución y la Ley. 

Con efectos fiscales a partir del 1 o de diciembre de 2016. 

LA POSESIONADA 
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Consejo Superior de la Judicatura 

 Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 
 
DEAJALO21-4803 
  
Bogotá D.C., lunes, 19 de julio de 2021 
 
Señores 
JUZGADO 60 ADMINISTRATIVO BOGOTA 
Bogotá - Cundinamarca 
 
 
Asunto: Poder al doctor (a):  JAVIER FERNANDO RUGELES FONSECA 

Proceso No.   110013343060202100065-00 
Acción:   REPARACION DIRECTA  
Demandante:  CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA, IVONNE 

MAGALY SARMIENTO VEGA, CRISTIAN ALFONSO 
SARMIENTO MELENDEZ; RONBINZ ALEXANDO 
CAMACHO SANTAMARIA, ALMA LUCRECIA DE 
CAMACHO; EUSEBIO FORERO NIETO y MARITZA 
GRANADOS RUIZ 

Demandado: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA 
DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Bogotá D. C., 
identificada con cédula de ciudadanía No. 33.368.171 de Tunja, Directora Administrativa de la 
División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, en ejercicio de la función de representación judicial y extrajudicial que me fue delegada por 
el Director Ejecutivo de Administración Judicial mediante Resolución No. 5393 de 16 de agosto de 
2017, confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor(a) JAVIER FERNANDO RUGELES 
FONSECA abogado(a) de la División de Procesos de la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, con cédula de ciudadanía No. 79.372.166 y Tarjeta Profesional No. 143.937, para que 
asuma la representación y defensa de la Nación – Rama Judicial, en el proceso de la referencia.    
 
El (la) apoderado(a) queda facultado(a) para conciliar, desistir, sustituir, en todas las etapas 
administrativas y judiciales, así como realizar todo cuanto sea necesario para cumplir debidamente 
este mandato, exceptuando únicamente la facultad de recibir. 
 
Sírvase reconocerle personería. 
 
 

 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE 
C. C. No. 33.368.171 de Tunja 
Directora Administrativa División de Procesos 
 

Acepto: 
                                           
       

JAVIER FERNANDO RUGELES FONSECA 
C.C. 79.372.166 de Bogotá 

      T.P. No. 143.937 del C.S. de la J.  
jrugelef@deaj.ramajudicial.gov.co 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

  
Iniciales de quien elabora: DCRM 
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Firmado Por: 

SC5780-4 



 

BELSY YOHANA PUENTES DUARTE  

DIRECTOR ADMINISTRATIVO DEAJ 

DIRECTOR ADMINISTRATIVO DEAJ -  DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE 

DE BOGOTA D.C.,        

 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 
a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

d897d25ee267c7bdbec6622ca46cb87f9e902c85f4719afb8e67c551ab117a39 
Documento generado en 23/07/2021 08:30:45 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.

De: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
Enviado el: viernes, 3 de septiembre de 2021 2:43 p. m.
Para: Juzgado 60 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C.
Asunto: RV: Contestación demanda Exp. No. 2021 - 65 Carlos Alfonso Sarmiento 
Datos adjuntos: PODER CARLOS ALFONSO SARMIENTO -DEAJALO21 4803.pdf; CC 79372166 (1).pdf; 

NOMBRAMIENTO Y ACTA DE POSESIÓN DRA. BELSY -  Directora Administrativa 
División Procesos.pdf; REPRESENTACIÓN JUDICIAL DRA. BELSY - RES  5393 - 2017 - 
UAL.pdf; TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADO.pdf; CONTESTACIÓN DEMANDA EXP. 
No. 2021 65 - CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA_7449 (1).pdf

 
 
Cordial saludo,  
  
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial para 
el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl podrá 
confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  
 
Atentamente,  
  

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 
CAMS 

De: Javier Fernando Rugeles Fonseca <jrugelef@deaj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: miércoles, 1 de septiembre de 2021 11:55 a. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: abogadasmarpul@gmail.com <abogadasmarpul@gmail.com>; wilsonruizjuridico@gmail.com 
<wilsonruizjuridico@gmail.com>; ANDRES MAURICIO CARO BELLO <jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co>; 
procjudadm79@procuraduria.gov.co <procjudadm79@procuraduria.gov.co> 
Asunto: Contestación demanda Exp. No. 2021 - 65 Carlos Alfonso Sarmiento  
  
Señor Juez  
Dr. ALEJANDRO BONILLA  
Juez Sesenta (60) Administrativo de Oralidad del Circuito   
Sección Tercera  
Bogotá D.C. –  
          
  

REFERENCIA:        PROCESO No. 11001334306020210006500    
MEDIO:                    REPARACIÓN DIRECTA  
CONTRA:                 LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL y OTRO  
ACTOR:                    CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA Y OTROS  
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Respetado doctor Bonilla: 
 
 
JAVIER FERNANDO RUGELES FONSECA, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.372.166 de Bogotá D.C., con Tarjeta Profesional No. 
143.937 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de apoderado de la RAMA 
JUDICIAL con forme al poder adjunto, por medio del presente, procedo a CONTESTAR en 
término la demanda que, en ejercicio del medio de control de reparación directa, es instaurada 
por CARLOS ALFONSO SARMIENTO VEGA y otros. 
  
Igualmente, informo a su señoría que en cumplimiento a lo preceptuado en el Decreto 806 de 2020 y 
Ley 2080 de 2021, el presente se envía a los demás sujetos procesales. 
 
Cordialmente, 
  
 
 
Javier Fernando Rugeles Fonseca 
Profesional Universitario 
División de Procesos 
Abonado Celular: 3017808486 
Correo: jrugelef@deaj.ramajudicial.gov.co 
 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de 
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo 
al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su 
contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 
2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la 
información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización 
explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede 
guardarlo como un archivo digital.  
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